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EXCMO. AYUNTAMIENTO DE CÁCERES

COMISIÓN INFORMATIVA DE URBANISMO, PATRIMONIO, CONTRATACION Y SEGUIMIENTO EMPRESARIAL

ACTA
SESIÓN: ORDINARIA

FECHA: martes 1 de marzo de 2016 

ASISTENTES: Presidente: D. VALENTÍN PACHECO POLO (PP) 
Vocales:         Dª  MARIA MONTAÑA JIMENEZ ESPADA (PP)

D. RAUL RODRÍGUEZ PRECIADO (PP)

D. FRANCISCO ANTONIO HURTADO MUÑOZ (PSOE)

D. ANDRÉS LICERÁN GONZALEZ (PSOE)

D. ANTONIO MARIA IBARRA CASTRO (C´S) 

D. ILDEFONSO CALVO SUERO (CAC)

Secretario:      D. JUAN MIGUEL GONZALEZ PALACIOS

Técnicos asesores: D. JAVIER RUIZ GARCIA (Arquitecto Jefe Servicio de Urbanismo)

                                D. FERNANDO PEDRAZO POLO (Jefe de Sección de Licencias)

Por el Sr. Presidente se abre la sesión siendo las diez horas y cinco minutos del día uno de febrero de dos mil dieciséis, martes. También asiste D. Francisco José Leza Pérez, Director de la Oficina de Desarrollo Urbano. 
          ORDEN DEL DÍA

1º.- 
Aprobación acta sesión extraordinaria de 2 de febrero de 2016.


Se somete a la Comisión Informativa de Urbanismo la aprobación del acta de la sesión extraordinaria de dos de febrero de dos mil dieciséis, las cuales habían sido repartidas con la convocatoria. 

No se presentan reclamaciones ni observaciones al acta por lo que la COMISION, por unanimidad, aprueba el acta presentada.
PLANEAMIENTO 

2º.- Recepción de las obras de Urbanización y locales comerciales en Residencial Universidad.


Se presenta a la Comisión para su dictamen la  propuesta de recepción de las obras de Urbanización y locales comerciales del Residencial Universidad  (Expte. RCP-19). El informe emitido por la Jefa de la Sección de Planeamiento dice literalmente:  
“Por Orden  de 25 de abril de 2000 de la Consejería de Vivienda, Urbanismo y Transportes de la Junta de Extremadura, se aprobó definitivamente la modificación del Plan General de Ordenación Urbana tramitado por el procedimiento abreviado establecido en la entonces vigente Ley de Fomento de la Vivienda en Extremadura (Ley 3/1995 de 6 de abril) consistente en la reclasificación como urbanos de terrenos al sitio de “Valincoso” entre la carretera de Cáceres a Trujillo y el camino de Cáceres al Sierra de Fuentes, denominado “Residencial Universidad”.

Mediante Resolución de la Alcaldía de fecha 2 abril  2001, este Ayuntamiento procedió a la aprobación del Proyecto de Compensación de dicho área Reclasificada produciéndose la cesión de derecho a este Ayuntamiento como Administración Actuante en pleno dominio y libre de cargas de todos los terrenos de cesión obligatoria y gratuita, para su incorporación al Patrimonio Municipal del Suelo, cesiones que fueron debidamente inscritas en el Registro de la Propiedad. La cesión de  1.547,48 m2 edificados – locales  comerciales edificados- contemplada en el Proyecto de Reparcelación en cumplimiento de lo establecido en el documento de Reclasificación conforme a lo dispuesto al efecto en la Ley de Fomento de la Vivienda en Extremadura, se materializó en escritura pública de fecha 8 de abril de 2011 ante el notario D. Luis Ruiz Ortigosa, nº 663 de su protocolo, y su  posterior  inscripción en el Registro de la Propiedad.
El Proyecto de Urbanización fue aprobado por este Ayuntamiento por Resolución de fecha  11 mayo  2001, incorporándose al mismo los siguientes anexos: Rasantes, (12 junio 2002), Desvío Conducción de agua (11 de julio de 2003), Acceso secundario desde Ronda Vadillo (28 julio de 2003), Conexión de Saneamiento y Pavimentación Acceso Oeste (21 mayo de 2008) y las siguientes modificaciones: Electrificación y Red de Alumbrado (20 junio 2005), Zonas Verdes, Zonas de Uso y Recreo (20 junio 2005), Red para suministro de gas natural (18 abril 2002), Reformado de Red de Gas (modificación presión del suministro) (9 octubre 2002), Red de Saneamiento (4 agosto 2003).

Así mismo, se inició la tramitación de una modificación del Proyecto de Urbanización Accesos a la Urbanización que no ha obtenido aprobación definitiva por cuanto que los  terrenos por donde discurren dichos accesos no han sido cedidos a este Ayuntamiento, siendo, según consta en el expediente, propiedad de la Excma. Diputación de Cáceres, a quien le ha sido solicitada su  cesión.

La Orden de aprobación de la Reclasificación de esta área (Orden  de 25 de abril de 2000 de la  Consejería de Vivienda, Urbanismo y Transportes de la Junta de Extremadura) fue recurrida ante la Jurisdicción Contencioso-Administrativa por La Asociación de Propietarios de la Umbría y la Solana de la Montaña, que interpuso ante el Tribunal Superior de Justicia de Extremadura Recurso nº 66/2001.

Tras un largo proceso judicial, la legalización del Residencial Universidad quedó  resuelta  por Auto de Sala C-A nº 1 del TSJEx de 23 enero de 2013 (ya que consultados el Gabinete Jurídico y el Negociado de Actas no consta que haya habido posteriores recursos, por lo que se entiende que este ha adquirido firmeza), que desestima el Recurso de Reposición-Súplica, interpuesto por la Asociación de Propietarios Montaña,  entendiendo que EL NUEVO PGM LEGALIZA LAS VIVIENDAS Y LICENCIAS otorgadas, legalización que determina la imposibilidad de ejecución de la Sentencia de la Sala de lo C-A del TSJEx  nº 1373 de 14 octubre de 2003, que estimando el recurso interpuesto, declaró la  NULIDAD DE PLENO DERECHO de la Resolución impugnada (Orden de Aprobación Definitiva de la Reclasificación). Considera, este Auto, cuestión distinta la indemnización prevista en el artículo 105 de la  LJCA. 

Con fecha 25 de marzo de 2013, se retoma en esta Sección de Planeamiento la cuestión relativa a la Recepción de la totalidad  de las obras de Urbanización del Área reclasificada “Residencial Universidad” así como la recepción de los locales cedidos a este Ayuntamiento en cumplimiento de las previsiones contenidas en el Proyecto de Reclasificación, dirigiendo escrito a la empresa Promotora MAGENTA, en requerimiento de subsanación de las deficiencias observadas por los distintos técnicos municipales.

En el expediente que se tramita para la Recepción de la totalidad las obras de urbanización (de las cinco fases en que fue dividida la urbanización, se hicieron recepciones parciales condicionadas de la primera y la cuarta fase con fechas 22 de septiembre de 2003 y 27 de septiembre de 2004, respectivamente) así como para recepción de los locales cedidos se han tenido en cuenta las siguientes consideraciones:

· En el Proyecto de Reparcelación aprobado, se hace constar que serán de cargo del Ayuntamiento los gastos de urbanización correspondientes al 15% del aprovechamiento lucrativo de cesión, gastos que según los datos obrantes en esta sección de Planeamiento y así se hace constar en el informe emitido por el Jefe del Servicio de Infraestructuras, ascienden a la cantidad de 548.530,32 €.

· Según consta en informe emitido por la Tesorería Municipal con fecha 15 de septiembre de 2014,  este Ayuntamiento con fecha 20 de junio de 2003 realizó el pago a Grupo Empresarial MAGENTA, en concepto de “cuotas de urbanización del Residencial Universidad”, por importe de 317.363,77 € (273.589,46 €, + IVA 43.774,31 €) no constando posteriormente ningún otro pago realizado a citada empresa en ese mismo concepto. (Quedaría por tanto  pendiente de pago el resto,  es decir 231.166,55 €).

· En informe emitido por el Jefe del Servicio de Infraestructuras con fecha 18 de agosto de 2014,  las obras pendientes de ejecutar para posibilitar la recepción definitiva de la urbanización se han valoran en 225.398,73 €. 

· En informe emitido por el Jefe del Servicio de Edificación con fecha 5 de noviembre de 2014, la valoración de la subsanación  deficiencias observadas en los locales asciende a la cantidad de 14.901,22 €.

Con fecha 10 de noviembre de 2014, se firmó entre este Ayuntamiento y el Grupo Empresarial MAGENTA, Convenio relativo a la finalización de las obras de urbanización y obligaciones de las partes del área denominada “Residencial Universidad, redactado por el Director de la Oficina de Desarrollo Urbano, según el cual, este Ayuntamiento se compromete a ejecutar  las obras que restan en la urbanización para posibilitar su recepción con cargo a la cantidad que aún queda pendiente de pago al Grupo Empresarial MAGENTA en concepto de gastos de urbanización. Respecto de la subsanación de las deficiencias de los locales, se plantea la ejecución subsidiaria con cargo a uno de los avales constituidos si estas no son subsanadas por la empresa promotora. En relación con el viario de acceso a la urbanización se indica que este Ayuntamiento se compromete a su obtención, mediante la cesión de los terrenos por la Diputación Provincial, titular de los mismos.

Transcurridos los plazos señalados al efecto en el Convenio anteriormente referido (nueve meses para la finalización de las obras y tres para su  recepción una vez finalizadas), se han emitido informes por el Jefe de la Sección de Infraestructuras y el Jefe de la Inspección los Servicios Municipales, ambos favorables a la recepción de la Urbanización, así como informe del  Jefe del Servicio de Edificación en el que se hace constar se han realizado las reparaciones descritas en el anexo 4  del convenio por parte del Grupo Empresarial MAGENTA.
En cuanto a la Cesión de los terrenos por donde transcurre el viario de acceso a la urbanización, se ha recibido en este Ayuntamiento, con fecha 25 de enero de 2016,  escrito de la Excma. Diputación Provincial solicitando licencia de segregación de los terrenos afectados por citado viario a los efectos de continuar con el expediente de cesión que se tramita.


A la vista de cuanto antecede, entiendo que procede la Recepción de la totalidad de las Obras de Urbanización del Área Reclasificada “Residencial Universidad”, así como la Recepción de los locales cedidos a este Ayuntamiento al haberse dado cumplimiento al contenido del convenio anteriormente referido.

Una vez suscritos las correspondientes Actas de Recepción procederá la devolución de los avales constituidos en garantía del cumplimiento de las previsiones contenidas en dicho Proyecto de Reclasificación. (Aval nº 2001-2736, por importe de 33.633.099 ptas. -202.139,00 €-; Aval nº 2001-2882 por importe de 2.623.800 ptas. -15.769,36 €- y Aval nº 2002-3060 por importe de 17.462,22 €.”

El Sr. Ildefonso Calvo pregunta por si hay prevista alguna actuación para el otro acceso al Residencial desde Puente Vadillo. 


El Sr. Pacheco contesta que este discurre por terrenos que no son municipales y se podría plantear alguna solución semafórica para mejorar la seguridad vial. 

El Sr. Ruiz, del Servicio de Urbanismo, informa que la futura Ronda Sureste prevé una rotonda de acceso al Residencial. 

La COMISIÓN, por unanimidad, da su conformidad a los informes jurídico y técnico obrantes en el expediente, y dictamina favorablemente la recepción de las obras de Urbanización y locales comerciales en Residencial Universidad.
3º.- Propuesta de modificación puntual del Plan General Municipal relativa a las Canteras Ana y Elena.

Se presenta expediente tramitado por la Sección de Planeamiento (EXP. PLA-LUE-0050-2014) sobre Propuesta  presentada por D. César Luaces Frades en representación de Asociación Nacional de Empresarios Fabricantes de Áridos (ANEFA) para la modificación del PGM relativa a las Canteras Ana y Elena, la Jefa de la Sección de Planemiento ha emitido el siguiente informe jurídico:


“Se tramita a instancias de  D. Cesar Luaces Frades, en representación de la ASOCIACION NACIONAL DE EMPRESARIOS FABRICANTES DE ARIDOS – ANEFA, propuesta de modificación del Plan General Municipal, redactada por la Arquitecto Urbanista Dña. Inés Calle Izquierdo,  relativa a las Canteras “Ana” y  “Elena” “Parajes del Pradillo y Fuente del Cobo”, propiedad respectivamente de ARIDOS CG, S.A. y  ARIDOS NUÑEZ, S.L, 

Según se hace constar literalmente en la propuesta presentada es “OBJETO DE LA MODIFICACION”  “El presente documento incluye la propuesta de Modificación múltiple del vigente PGM de Cáceres, en la documentación que afecta a los ámbitos de explotación minera de las canteras “Elena” y “Ana” y localizados al sur del núcleo de Cáceres en los parajes “Fuente del Cobo” y “El Pradillo”, respectivamente. Con la presente propuesta se pretende compatibilizar los usos extractivos y dar viabilidad a dichas canteras autorizadas por resolución de la Dirección General de Industrias no Agrarias, Energía y Minas de la Consejería de Agricultura, Industria y Comercio en el término municipal desde los años 1.990 y 1.995, respectivamente.

Dada la posición relativa de ambas canteras, con una separación de sus actividades extractivas inferior a 3 km, se promueve la presente Modificación Puntual unificada, integradas dentro de una misma “área extractiva” en las que puedan autorizarse varias explotaciones. Concepto recogido en el artículo 3.4.21 del PGM.

- Se modifica la admisión dentro del Suelo no Urbanizable Protegido de los usos de planta de hormigón y de aglomerado asfáltico vinculados al uso extractivo, solamente en las actividades existentes previas a la aprobación definitiva del PGM 

- En la cantera “Elena” se propone ampliar el área actual clasificada SNUP-LL, ajustándose al recurso minero existente y a la realidad de la unidad fisiográfica de llanos existente.
- En la cantera “Ana” se propone ampliar el área actual clasificada SNUP-LL, ajustándose al recurso minero existente y modificar una parte de SNUP-MF (Suelo no urbanizable de protección especial Masas Forestales) a SNUP-D (Suelo no urbanizable de protección especial Dehesa) según la vegetación actual real.

El objeto de la propuesta de Modificación Puntual es adecuar las protecciones naturales vigentes a la realidad de las unidades de paisaje y vegetación que se dan en dichos ámbitos, de conformidad con el artículo 80 de la LSOTEX, cumpliéndose las condiciones establecidas en el artículo 82 de la misma.”

En citado documento se proponen por tanto  las siguientes innovaciones al PGM:

· Se modifica y se redacta el artículo 3.4.21. “Instalaciones de carácter productivo incompatibles con el medio urbano(3.a) (D)”, quedando el apartado 4 siguiente redactado de la siguiente forma:

4. Usos extractivos. Se incluyen en este concepto las actividades extractivas del sector primario (gravas, yesos o piedras para la construcción, áridos, u otros materiales naturales), ya sean temporales o permanentes. Se consideran usos vinculados al uso extractivo únicamente el tratamiento de áridos, y por tanto no se considera vinculado, a efectos de su admisión en Suelo No Urbanizable Protegido, excepto en  las actividades ya existentes, de uso de planta de hormigón y el de aglomerado asfáltico, que si estarán permitidas.
Esta cuestión ha sido objeto de estudio por este Ayuntamiento en varias ocasiones con motivo de las alegaciones formuladas durante las informaciones públicas a que fue sometido el documento de  Revisión y Adaptación del Plan General Municipal y también con motivo de una modificación al mismo tramitada en relación con la Finca “la Pedregosa”, acordando no  admitir dichos usos.

· Se modifica y se redacta el artículo 3.4.33. Apartado 4. Protección respecto a las actividades extractivas (E), quedando de la siguiente forma:

4. En las categorías de suelo no urbanizable donde se fije la compatibilidad del uso de actividades extractivas, las mismas se sujetarán a las siguientes limitaciones, y en todo caso estarán sujetas a calificación urbanística:

- La distancia de la actividad extractiva al núcleo urbano será de 2 km.

- La distancia entre actividades extractivas será de 3 km, salvo que se trate de explotaciones ya existentes incluidas en la misma área extractiva. 

En relación con esta cuestión me remito a lo informado por el Jefe del Servicio de Urbanismo.

· Las parcelas pertenecientes a la Cantera “Elena” (146, 147, 145, 10145 y 288 del Polígono 23), se encuentran parte en Suelo No Urbanizable de Protección Llanos SNUP-LL (donde siempre que lo permitan el resto de las limitaciones concurrentes se permiten los usos  vinculados a explotaciones extractivas) y otra parte en Suelo No Urbanizable de Protección Montaña, Cerros y Sierras en su grado 2º SUNP-M2 (donde el uso vinculado a explotaciones extractivas no está permitido)

Con la modificación puntual del Plan General Municipal presentada, se pretende cambiar, en el ámbito, la categoría de Suelo No Urbanizable de Protección Especial Montaña, Cerros y Sierras grado 2º (SNUP-M2) , para que pase también a Suelo No Urbanizable de Protección Especial Llanos (SNUP-LL), afectando esta modificación al Plano de Ordenación del Plan General Municipal, concretamente el Planos 2 (Ordenación Estructural. Clasificación del suelo. Categorías, Regulación y Gestión del Suelo No Urbanizable) Hoja 2 (de 5)

(En la documentación inicialmente presentada, respecto a esta cantera, lo que se proponía era cambiar, en el ámbito, la categoría de Suelo No Urbanizable de Protección Especial Montaña, Cerros y Sierras grado 2º SNUP-M2 , que pasaría a Suelo No Urbanizable de Protección Especial Montaña, Cerros y Sierras grado 1º SNUP-M1, donde el uso vinculado a explotaciones extractivas si está permitido.)

· Por su parte, las parcelas pertenecientes a la Cantera Ana (304, 306 y 307 del Polígono 23), se encuentran parte en Suelo No Urbanizable Protección Especial Llanos SNUP-LL parte en Suelo No Urbanizable de Protección Especial Dehesa, SNUP-D (en ambas categorías, siempre que lo permitan el resto de las limitaciones concurrentes se permiten los usos  vinculados a explotaciones extractivas) y otra parte en Suelo No Urbanizable de Protección Especial Masas Forestales, SNUP-MF (donde el uso vinculado a explotaciones extractivas no esta permitido). 

La modificación puntual del Plan General Municipal presentada,  pretende cambiar en el ámbito, la categoría de protección de parte de suelo que pasaría de  Suelo No Urbanizable de Protección Especial Masas Forestales, SNUP-MF, a Suelo No Urbanizable de Protección Especial Dehesas, SNUP-D,  afectando esta modificación al Plano de Ordenación del Plan General Municipal, concretamente el Planos 2 (Ordenación Estructural. Clasificación del suelo. Categorías, Regulación y Gestión del Suelo No Urbanizable) Hoja 2 (de 5)

Dado que la documentación inicialmente presentada contiene el Documento Ambiental de Inicio a que hace referencia  el procedimiento general de Evaluación Ambiental, esta fue remitida desde este Ayuntamiento, al órgano ambiental (Consejería de Agricultura, Desarrollo Rural, Medio Ambiente y Energía  de la Junta de Extremadura).

Por Resolución de 23 de marzo de 2015 de la Consejería de de Agricultura, Desarrollo Rural, Medio Ambiente y Energía  (recibida en este Ayuntamiento el día 10 de abril de 2015) y que fue  publicada en el Diario Oficial de Extremadura de fecha 21 de abril de 2015), se adoptó la decisión de no someter a Evaluación Ambiental en la forma prevista en la Ley 5/2010, de 23 de junio, de prevención y calidad Ambiental de la Comunidad Autónoma de Extremadura la Modificación puntual del Plan General Municipal, Municipal (“parajes del Pradillo y Fuente del Cobo”) si bien, en citada Resolución se hace constar entre otras consideraciones que la modificación puntual se limitará a aquellas actividades extractivas existentes previas a la aprobación del PRUG de la ZIR Llanos de Cáceres y Sierra de Fuentes, y no a las previas a la aprobación definitiva del Pan General Municipal como se indica en el documento, y se ajustarán exclusivamente a los recintos catastrales ocupados por estas canteras. Quedarán excluidas de la modificación puntual aquellas parcelas que no estén afectadas por las explotaciones e instalaciones auxiliares. Por ello las parcelas 145, 288, 10145, 306 y norte de la parcela 304, situadas en el polígono 23 mantendrán su clasificación y calificación actual de suelo, y que deberán adoptarse además, las medidas indicadas por la Dirección General de Patrimonio Cultural, por la Confederación Hidrográfica del Tajo y por el Servicio de Conservación de la Naturaleza y Áreas Protegidas y por el Servicio de Ordenación Ambiental. Del contenido de esta Resolución se dio oportuno traslado a ANEFA.

Con fecha 28 de Agosto de 2015, se presenta por Dña. Inés Calle Izquierdo, un nuevo documento, que según se hace constar en el informe emitido por el Servicio de Urbanismo, no se adapta en lo fundamental  al contenido de la  Resolución de 23 de marzo de 2015 de la Consejería de de Agricultura, Desarrollo Rural, Medio Ambiente y Energía, anteriormente referida.

En base a lo expuesto, entiendo que para continuar con la tramitación de la modificación del PGM que se propone, debería la Comisión Informativa de Urbanismo dictaminar en relación con las cuestiones planteadas en los informes en relación a la admisión del uso de planta de hormigón y el de aglomerado asfáltico y permitir actividades extractivas con una separación inferior a 3 km, cuando se trate de explotaciones ya existentes incluidas en la misma área extractiva, así como con los cambios en la categoría de Protección Especial de los Suelos No Urbanizables que se proponen, debiendo el documento de modificación que finalmente se tramite adaptarse al contenido de citado dictamen así como, en todo caso, al de la Resolución de 23 de marzo de 2015 de la Consejería de de Agricultura, Desarrollo Rural, Medio Ambiente y Energía.”
El Sr. Ildefonso Calvo, pregunta porque no se incluyeron las canteras en la revisión del Plan General Municipal. 

El Sr. Ruiz informa que parece un error y que tampoco se contemplaron en el anterior PGOU y ya existían. 


El Sr. Pacheco propone que dado que se ha presentado nueva documentación corrigiendo el contenido, que el asunto sea dejado sobre la mesa, para enviarlo de nuevo a la Consejería de Agricultura, Desarrollo Rural, Medio Ambiente y Energía de la Junta de Extremadura para que sea emitido nuevo informe de evaluación ambiental. 

La COMISIÓN, tras breve debate, por unanimidad, dictamina que el asunto sea dejado sobre la mesa hasta que no sea emitido nuevo informe medioambiental de la Consejería de Agricultura, Desarrollo Rural, Medio Ambiente y Energía de la Junta de Extremadura. 

LICENCIAS
4º.- Informe sobre viabilidad de usos en Quiosco Municipal sito en la Plaza de Antonio Canales. 
Se presenta a la Comisión el Informe jurídico sobre viabilidad de usos y licencia en Quiosco Municipal sito en la Plaza de Antonio Canales (Expte. LIC-VAR-0018-2016) relacionado con el expediente tramitado por la Sección de Patrimonio sobre el contrato de concesión administrativa y explotación del quiosco sito en la Plaza Antonio Canales (Expte PAT-VAR-0028-1996). El Jefe de la Sección de Licencias ha emitido el siguiente informe jurídico:

“Vista la solicitud de informe realizada por la Sección de Patrimonio, el técnico que suscribe tiene el honor de informar: 

Que el inmueble de propiedad municipal sito en Plaza de Antonio Canales, destinado desde el año 1999 a la prestación del servicio de café bar bajo concesión administrativa, en el Plan General Municipal no aparece expresamente reconocido como dotación pública, estando incluido en una zona calificada como zona verde-espacios libres, si bien, si aparecen grafiadas las líneas de la construcción. 

Si esto obedece a un olvido o a una omisión voluntaria, es circunstancia que habría que preguntar al redactor del PGM. La consecuencia de esta situación es la de que la construcción de 108 m2 supera la edificabilidad máxima permitida por el planeamiento (58 m2) y por tanto, deja al inmueble parcialmente en situación de fuera de ordenación totalmente incompatible con el planeamiento de conformidad con lo establecido en el artículo 79 de la Ley 15/2001, de 14 de diciembre, del Suelo y Ordenación Territorial de Extremadura y en el artículo 2.4.3.a) del Plan General Municipal. 

“Artículo 79 LSOTEX. 

Efectos de la aprobación de los planes de ordenación urbanística o, en su caso, de la resolución que ponga fin al correspondiente procedimiento; publicación y vigencia. 

1. La aprobación de los planes de ordenación urbanística o, en su caso, la resolución que ponga fin al pertinente procedimiento producirá, de conformidad con su contenido: 

b) La declaración en situación de fuera de ordenación de las instalaciones, construcciones y edificaciones erigidas con anterioridad que resulten disconformes con la nueva ordenación en los términos del plan de que se trate. 

A los efectos de la situación de fuera de ordenación deberá distinguirse entre las instalaciones, construcciones y edificaciones totalmente incompatibles con la nueva ordenación, en las que sólo se podrán autorizar obras de mera conservación; y las que sean sólo parcialmente incompatibles con aquélla, en las que se podrán autorizar las obras de mejora o reforma que se determinen. 

En todo caso, se consideran totalmente incompatibles con la nueva ordenación y deberán ser identificadas en el plan las instalaciones, construcciones y edificaciones que ocupen suelo dotacional público e impidan la efectividad de su destino.”
“Artículo 2.4.3. PGM Edificaciones fuera de ordenación (D).

El presente Plan General, a los efectos de determinar el régimen de obras permisible, diferencia dos grados para la situación de fuera de ordenación:

a) Fuera de ordenación absoluta o totalmente incompatible: Que tendrá lugar en aquellos edificios que ocupen suelo afecto a dotaciones públicas, de carácter general o local, disconformes con las mismas, y que impidan la efectividad de su destino.”

Esta declaración del inmueble en fuera de ordenación absoluta conlleva que le será de aplicación un régimen jurídico de obras y usos específicos. 

En primer lugar, la propia LSOTEX dice que sobre las “totalmente incompatibles con la nueva ordenación, en las que sólo se podrán autorizar obras de mera conservación.”

En segundo lugar, el PGM establece en su artículo 2.4.4.1 que “En los edificios existentes en situación de fuera de ordenación absoluta o totalmente incompatible:

a) Los edificios que se encuentren en situación de fuera de ordenación absoluta se sujetaran al régimen de obras directamente dispuesto en el articulo 79 apartado b) de la LSOTEX, no estableciéndose régimen alternativo alguno en el presente Plan General, salvo las obras destinadas exclusivamente al cumplimiento de las condiciones de seguridad exigidas en estas Normas o en normativas sectoriales aplicables…

c) Las actividades existentes podrán mantenerse hasta que se produzca la expropiación, demolición o sustitución de la edificación. No se concederán licencias para la nueva implantación o cambio de actividades, ni reinicio de expedientes de licencias anteriormente caducadas.

Por tanto, y en primer lugar, considero que LAS OBRAS que sean de mera conservación y mantenimiento de la edificación, así como otras para cumplir condiciones de seguridad serían perfectamente viables y amparadas por la legislación aplicable. 

En segundo lugar, cuanto al USO al que se destina, considero que el PGM permite que las actividades existentes se puedan mantener hasta que se produzca la expropiación, demolición o sustitución de la edificación, circunstancia que corresponde determinar al propio Ayuntamiento y que parece no haber intención alguna de ejecutar. 

Considero que se debe interpretar que no estamos ante la nueva implantación ni cambio de actividad, ni un reinicio de un expediente de licencia caducada, puesto que esa actividad es existente a la entrada en vigor del PGM (no se produce el cese de la concesión hasta el 2011), dado que la concesión administrativa ya existía, produciéndose ahora una modificación en la titularidad de la licencia de actividad existente, la cual además se produce a través de una nueva concesión administrativa. 

Por lo tanto, considero que se trata de una actividad existente que al amparo del artículo 2.4.4.1.c) del PGM se puede permitir seguir desarrollando, y que las obras a realizar, siempre que sean de mera conservación y mantenimiento, así como aquellas que se destinen al cumplimiento de condiciones de seguridad exigidas en el PGM o en otras normas sectoriales (incendios, salubridad, etc), son perfectamente viables de conformidad con el artículo 79 de la LSOTEX.

En CONCLUSIÓN, si las obras a realizar se pueden encuadrar en las antedichas y la actividad a desarrollar es la misma desarrollada hasta ahora bajo el régimen de concesión, considero que es viable realizar una nueva concesión administrativa para el mismo uso en dicho inmueble.”

 
La COMISIÓN, tras breve debate, con el voto favorable de todos sus miembros, excepto la abstención del vocal de Cáceres Eres TU, da su conformidad al informe jurídico trascrito, y dictamina favorablemente la viabilidad de obras y usos solicitada en Quiosco Municipal sito en la Plaza de Antonio Canales.
5º.- Informe sobre viabilidad de adaptación de nave para pista cubierta de padel y Bar-Restaurante en la c/ Hojalateros, nº 329 (Polígono Industrial Las Capellanías).
Se trae a la Comisión expediente sobre información urbanística presentada por  D.ª María Teresa Sevilla Quintanilla sobre viabilidad de instalación de pistas de padel y Bar–Restaurante en el Polígono Industrial Las Capellanías (Expte. LIC-VAR-0023-2016, relacionado con PLA-LUE-0226-2015), por el Jefe de la Sección de Licencias se ha emitido el siguiente informe jurídico:

“En primer lugar, de conformidad con lo informado por el Servicio de Urbanismo hay compatibilidad de uso dotacional deportivo en el Polígono Industrial en aplicación de la norma zonal 7.1 siempre que se desarrolle en edificio de uso exclusivo. Esta interpretación sobre la compatibilidad de usos en esta norma zonal ya fue dictaminada por la Comisión de Urbanismo en sesión de 6 de marzo de 2012 (Expte. PLA-LUE-0028-2012) con la condición de que en la solicitud de la licencia se incorporase una declaración responsable de exención de responsabilidad patrimonial al Ayuntamiento por los usos industriales que puedan implantarse en el sector. Por lo tanto, el uso dotacional deportivo es viable.

En segundo lugar, el informe de Urbanismo dice que la compatibilidad del uso recreativo (café- restaurante) solamente estaría permitida como servicio al uso industrial, y no como servicio al uso compatible (el dotacional deportivo).

Sobre este aspecto ya se pronunció expresamente en un supuesto similar la Comisión de Urbanismo en sesión de 2 de julio de 2013, dictaminando que “el uso recreativo compatible en la Norma Zonal en cuestión (recreativo en categorías 1ª y 2ª, grupo III, en situación 2ª y 3ª) es viable no solo como servicio al uso característico industrial, sino también como servicio a los usos terciario y dotacional que son compatibles con el característico industrial”. (Expte. PLA-LUE-0124-2013) (Se adjunta copia del dictamen). En base a dicho dictamen fue concedida licencia para adaptación de 3 naves a pistas de padel indoor en C/ Ptolomeo nº 25 por resolución de Alcaldía de 19 de septiembre de 2013. En base a esta misma interpretación ha sido concedida licencia para acondicionamiento de naves para centro de formación, ocio y entretenimiento con restaurante-bar asociado a la actividad-ptolomeo, nº 31 (LIC-OMA-0198-2014). 
A la vista de dicho dictamen y los antecedentes considero viable el uso terciario recreativo en categorías 1º y 2º, grupo III, en situación 2º y 3º, al servicio del uso dotacional deportivo compatible. 

No obstante, en el correspondiente proyecto que se presente para la tramitación de la licencia, deberá justificarse el cumplimiento de las condiciones particulares clase recreativo enunciadas en el Plan General Municipal así como justificar la Ordenanza Municipal de Protección del Medio Ambiente en materia de Ruidos y Vibraciones, según pretenda ser, como se plantea, cafetería, bar, restaurante o ambas cosas (distancias a otros establecimientos en caso de bar, superficie mínima para bar o restaurante según de que se trate, niveles de emisión acústica, etc).  

En tercer lugar, en la memoria y en el plano aportado aparece una zona como destinada a “tienda” o ”venta de productos de padel”. Se incorpora por tanto también un uso comercial. La norma zonal (art. 8.7.17. PGM) solo prevé el uso terciario comercial clase a), únicamente para establecimientos dedicados a la exposición y venta de productos industriales, en las categorías 1ª y 2ª (pequeño y mediano comercio), en situación 2ª (en edificio compartido con otros usos). Será compatible la categoría 3ª, con una superficie útil máxima de 1500 metros cuadrados, a través de la tramitación de un Estudio de Detalle.
Sobre si la venta de productos deportivos relacionados con la actividad es viable o no es cuestión que podrá dictaminar la Comisión de Urbanismo con superior criterio. 

Como antecedente debo informar que se ha permitido el uso comercial como compatible al de estación de servicio en el Polígono Industrial Las Capellanías (CIU 6 de octubre de 2015;  Expte LIC-OMA-0005-2015,  licencia para proyecto reformado de ejecución de instalación de estación de servicio de suministro de combustible automática y desatendida en c/ Las Hilanderas (polígono industrial las Capellanías) en base al informe jurídico emitido en dicho expediente y al cual me remito y reproduzco parcialmente: 

“asimismo, y aparte del razonamiento anterior, el propio PGM en su norma zonal 7.1 (art 8.7.17) prevé como uso compatible el comercial para exposición y venta de productos industriales, en categorías 1ª y 2ª (pequeño y mediano comercio). En cuanto a que incluye la exposición y venta de productos industriales, considero que es un concepto jurídico que puede considerarse en sentido amplio o restrictivo. 

En sentido restrictivo, se consideraría como aquellos productos industriales realizados en la propia industria, lo que analizando las actividades implantadas y autorizadas en el Polígono no parece ser así, sino más bien el de exposiciones y ventas de productos relacionados con la actividad principal, pero no necesariamente realizados en la industria. Es este sentido más amplio, el que en mi opinión al que se refiere el PGM, permitiendo el uso comercial como exposición y venta de productos relacionados con la actividad, pero no necesariamente realizados en la industria allí ubicada. De no ser así, veríamos que la mayoría de las actividades comerciales ubicadas en el Polígono quedarían fuera.” 

En base a la misma interpretación y al antecedente expuesto considero que es viable el uso comercial como compatible. 

Asimismo, las condiciones particulares de dicho uso comercial deberán quedar debidamente justificadas en el correspondiente proyecto técnico para la concesión de la licencia. 

En cuarto lugar, advertir que el proyecto que se presente deberá justificar toda la normativa de aplicación, con especial atención a aspectos que ahora no se aclaran tales como la accesibilidad, justificando el acceso a la planta superior de la instalación, evacuación de incendios, dotación de aparcamientos, etc. 

En conclusión, en base a la normativa de aplicación y a los criterios adoptados por la Comisión de Urbanismo en supuestos similares, considero viable y compatibles los usos pretendidos, si bien considero que la Comisión de Urbanismo con superior criterio podrá de nuevo pronunciarse sobre estos extremos, con la expresa indicación de que se trata de una propuesta información urbanística, por lo que para poder realizar las obras deberá obtener previamente la correspondiente licencia urbanística de obra y uso.”

 La COMISIÓN, tras breve debate, por unanimidad, da su conformidad al informe jurídico trascrito y de conformidad con los criterios adoptados por esta Comisión en antecedentes similares dictamina favorablemente la viabilidad de adaptación de nave para pista cubierta de padel con Bar-Restaurante y tienda al servicio de la actividad en la C/ Hojalateros, nº 329 (Polígono Industrial Las Capellanías), si bien para el inicio de las obras y la actividad deberá obtener la correspondientes licencias y autorizaciones.

6º.- Informe jurídico sobre los Programas de Implantación de redes de telecomunicaciones en el término municipal de Cáceres.

Se presenta a la Comisión para su dictamen el informe jurídico emitido por el Jefe de la  Sección de Licencias en relación con los Programas de Implantación de redes de Telecomunicaciones en el Término Municipal de Cáceres (Expte LIC-VAR-0095-2015) que se transcribe literal a continuación:
“Se redacta el presente informe con motivo de la situación generada con la aprobación y entrada en vigor de la Ley 9/2014, de 9 de mayo General de Telecomunicaciones (LGTc) presentación de programas de implantación por varias empresa, tanto de red de telefonía móvil como de cable, y las posibles contradicciones con el Plan General Municipal. 

Se trascriben literalmente los artículos 34, 35 y Disposición Transitoria Novena de la LGTc, de los que hay que resaltar algunas cuestiones. 

Sección 2.ª Normativa de las administraciones públicas que afecte al despliegue de redes públicas de comunicaciones electrónicas
Artículo 34. Colaboración entre administraciones públicas en el despliegue de las redes públicas de comunicaciones electrónicas.

1. La Administración del Estado y las administraciones públicas deberán colaborar a través de los mecanismos previstos en la presente Ley y en el resto del ordenamiento jurídico, a fin de hacer efectivo el derecho de los operadores de comunicaciones electrónicas de ocupar la propiedad pública y privada para realizar el despliegue de redes públicas de comunicaciones electrónicas.
2. Las redes públicas de comunicaciones electrónicas constituyen equipamiento de carácter básico y su previsión en los instrumentos de planificación urbanística tiene el carácter de determinaciones estructurantes. Su instalación y despliegue constituyen obras de interés general.

3. La normativa elaborada por las administraciones públicas que afecte al despliegue de las redes públicas de comunicaciones electrónicas y los instrumentos de planificación territorial o urbanística deberán recoger las disposiciones necesarias para impulsar o facilitar el despliegue de infraestructuras de redes de comunicaciones electrónicas en su ámbito territorial, en particular, para garantizar la libre competencia en la instalación de redes y en la prestación de servicios de comunicaciones electrónicas y la disponibilidad de una oferta suficiente de lugares y espacios físicos en los que los operadores decidan ubicar sus infraestructuras.

De esta manera, dicha normativa o instrumentos de planificación no podrán establecer restricciones absolutas o desproporcionadas al derecho de ocupación del dominio público y privado de los operadores ni imponer soluciones tecnológicas concretas, itinerarios o ubicaciones concretas en los que instalar infraestructuras de red de comunicaciones electrónicas. En este sentido, cuando una condición pudiera implicar la imposibilidad de llevar a cabo la ocupación del dominio público o la propiedad privada, el establecimiento de dicha condición deberá estar plenamente justificado e ir acompañado de las alternativas necesarias para garantizar el derecho de ocupación de los operadores y su ejercicio en igualdad de condiciones.
Las administraciones públicas contribuirán a garantizar y hacer real una oferta suficiente de lugares y espacios físicos en los que los operadores decidan ubicar sus infraestructuras identificando dichos lugares y espacios físicos en los que poder cumplir el doble objetivo de que los operadores puedan ubicar sus infraestructuras de redes de comunicaciones electrónicas así como la obtención de un despliegue de las redes ordenado desde el punto de vista territorial.

4. La normativa elaborada por las administraciones públicas en el ejercicio de sus competencias que afecte al despliegue de las redes públicas de comunicaciones electrónicas y los instrumentos de planificación territorial o urbanística deberán cumplir con lo dispuesto en la normativa sectorial de telecomunicaciones. En particular, deberán respetar los parámetros y requerimientos técnicos esenciales necesarios para garantizar el funcionamiento de las distintas redes y servicios de comunicaciones electrónicas, establecidos en la disposición adicional undécima y en las normas reglamentarias aprobadas en materia de telecomunicaciones, y los límites en los niveles de emisión radioeléctrica tolerable fijados por el Estado.

En el ejercicio de su iniciativa normativa, cuando esta afecte al despliegue de redes públicas de comunicaciones electrónicas, las administraciones públicas actuarán de acuerdo con los principios de necesidad, proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia, accesibilidad, simplicidad y eficacia.

Los operadores no tendrán obligación de aportar la documentación o información de cualquier naturaleza que ya obre en poder de la Administración. El Ministerio de Industria, Energía y Turismo establecerá, mediante real decreto, la forma en que se facilitará a las administraciones públicas la información que precisen para el ejercicio de sus propias competencias.

5. Los operadores deberán hacer uso de las canalizaciones subterráneas o en el interior de las edificaciones que permitan el despliegue y explotación de redes públicas de comunicaciones electrónicas. En los casos en los que no existan dichas canalizaciones o no sea posible su uso por razones técnicas o económicas, los operadores podrán efectuar despliegues aéreos siguiendo los previamente existentes. Igualmente, en los mismos casos, los operadores podrán efectuar por fachadas despliegue de cables y equipos que constituyan redes públicas de comunicaciones electrónicas y sus recursos asociados, si bien para ello deberán utilizar, en la medida de lo posible, los despliegues, canalizaciones, instalaciones y equipos previamente instalados.

Los despliegues aéreos y por fachadas no podrán realizarse en casos justificados de edificaciones del patrimonio histórico-artístico o que puedan afectar a la seguridad pública.

6. Para la instalación de las estaciones o infraestructuras radioeléctricas utilizadas para la prestación de servicios de comunicaciones electrónicas disponibles para el público a las que se refiere la disposición adicional tercera de la Ley 12/2012, de 26 de diciembre, de medidas urgentes de liberalización del comercio y de determinados servicios, no podrá exigirse la obtención de licencia previa de instalaciones, de funcionamiento o de actividad, ni otras de clase similar o análogas, en los términos indicados en la citada ley. Para la instalación de redes públicas de comunicaciones electrónicas o de estaciones radioeléctricas en dominio privado distintas de las señaladas en el párrafo anterior, no podrá exigirse por parte de las administraciones públicas competentes la obtención de licencia o autorización previa de instalaciones, de funcionamiento o de actividad, o de carácter medioambiental, ni otras licencias o aprobaciones de clase similar o análogas que sujeten a previa autorización dicha instalación, en el caso de que el operador haya presentado a la administración pública competente para el otorgamiento de la licencia o autorización un plan de despliegue o instalación de red de comunicaciones electrónicas, en el que se contemplen dichas infraestructuras o estaciones, y siempre que el citado plan haya sido aprobado por dicha administración.

En el Plan de despliegue o instalación, el operador deberá prever los supuestos en los que se van a efectuar despliegues aéreos o por fachadas de cables y equipos en los términos indicados en el apartado anterior.

Este plan de despliegue o instalación a presentar por el operador se sujetará al contenido y deberá respetar las condiciones técnicas exigidas mediante real decreto acordado en Consejo de Ministros.

El plan de despliegue o instalación de red pública de comunicaciones electrónicas se entenderá aprobado si, transcurridos dos meses desde su presentación, la administración pública competente no ha dictado resolución expresa.

Las licencias o autorizaciones previas que, de acuerdo con los párrafos anteriores, no puedan ser exigidas, serán sustituidas por declaraciones responsables, de conformidad con lo establecido en el artículo 71 bis de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las administraciones públicas y del Procedimiento Administrativo Común, relativas al cumplimiento de las previsiones legales establecidas en la normativa vigente. En todo caso, el declarante deberá estar en posesión del justificante de pago del tributo correspondiente cuando sea preceptivo.

La declaración responsable deberá contener una manifestación explícita del cumplimiento de aquellos requisitos que resulten exigibles de acuerdo con la normativa vigente, incluido, en su caso, estar en posesión de la documentación que así lo acredite.

Cuando deban realizarse diversas actuaciones relacionadas con la infraestructura o estación radioeléctrica, las declaraciones responsables se tramitarán conjuntamente siempre que ello resulte posible. La presentación de la declaración responsable, con el consiguiente efecto de habilitación a partir de ese momento para ejecutar la instalación, no prejuzgará en modo alguno la situación y efectivo acomodo de las condiciones de la infraestructura o estación radioeléctrica a la normativa aplicable, ni limitará el ejercicio de las potestades administrativas de comprobación, inspección, sanción, y, en general, de control que a la administración en cualquier orden, estatal, autonómico o local, le estén atribuidas por el ordenamiento sectorial aplicable en cada caso. La inexactitud, falsedad u omisión, de carácter esencial, en cualquier dato, manifestación o documento que se acompañe o incorpore a una declaración responsable, o la no presentación de la declaración responsable determinará la imposibilidad de explotar la instalación y, en su caso, la obligación de retirarla desde el momento en que se tenga constancia de tales hechos, sin perjuicio de las responsabilidades penales, civiles o administrativas a que hubiera lugar. Reglamentariamente se establecerán los elementos de la declaración responsable que tendrán dicho carácter esencial.

7. En el caso de que sobre una infraestructura de red pública de comunicaciones electrónicas, fija o móvil, incluidas las estaciones radioeléctricas de comunicaciones electrónicas, ya esté ubicada en dominio público o privado, se realicen actuaciones de innovación tecnológica o adaptación técnica que supongan la incorporación de nuevo equipamiento o la realización de emisiones radioeléctricas en nuevas bandas de frecuencias o con otras tecnologías, sin variar los elementos de obra civil y mástil, no se requerirá ningún tipo de concesión, autorización o licencia nueva o modificación de la existente o declaración responsable o comunicación previa a las administraciones públicas competentes por razones de ordenación del territorio, urbanismo o medioambientales.

8. Cuando las administraciones públicas elaboren proyectos que impliquen la variación en la ubicación de una infraestructura o un elemento de la red de transmisión de comunicaciones electrónicas, deberán dar audiencia previa al operador titular de la infraestructura afectada, a fin de que realice las alegaciones pertinentes sobre los aspectos técnicos, económicos y de cualquier otra índole respecto a la variación proyectada.

Artículo 35. Mecanismos de colaboración entre el Ministerio de Industria, Energía y Turismo y las administraciones públicas para el despliegue de las redes públicas de comunicaciones electrónicas.
1. El Ministerio de Industria, Energía y Turismo y las administraciones públicas tienen los deberes de recíproca información y de colaboración y cooperación mutuas en el ejercicio de sus actuaciones de regulación y que puedan afectar a las telecomunicaciones, según lo establecido por el ordenamiento vigente.

Esta colaboración se articulará, entre otros, a través de los mecanismos establecidos en los siguientes apartados, que podrán ser complementados mediante acuerdos de coordinación y cooperación entre el Ministerio de Industria, Energía y Turismo y las administraciones públicas competentes, garantizando en todo caso un trámite de audiencia para los interesados.

2. Los órganos encargados de los procedimientos de aprobación, modificación o revisión de los instrumentos de planificación territorial o urbanística que afecten al despliegue de las redes públicas de comunicaciones electrónicas deberán recabar el oportuno informe del Ministerio de Industria, Energía y Turismo. Dicho informe versará sobre la adecuación de dichos instrumentos de planificación con la presente Ley y con la normativa sectorial de telecomunicaciones y sobre las necesidades de redes públicas de comunicaciones electrónicas en el ámbito territorial a que se refieran.

El referido informe preceptivo será previo a la aprobación del instrumento de planificación de que se trate y tendrá carácter vinculante en lo que se refiere a su adecuación a la normativa sectorial de telecomunicaciones, en particular, al régimen jurídico de las telecomunicaciones establecido por la presente Ley y su normativa de desarrollo, y a las necesidades de redes públicas de comunicaciones electrónicas, debiendo señalar expresamente los puntos y aspectos respecto de los cuales se emite con ese carácter vinculante.

El Ministerio de Industria, Energía y Turismo emitirá el informe en un plazo máximo de tres meses. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 83.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, transcurrido dicho plazo, el informe se entenderá emitido con carácter favorable y podrá continuarse con la tramitación del instrumento de planificación. 
A falta de solicitud del preceptivo informe, no podrá aprobarse el correspondiente instrumento de planificación territorial o urbanística en lo que se refiere al ejercicio de las competencias estatales en materia de telecomunicaciones.

En el caso de que el informe no sea favorable, los órganos encargados de la tramitación de los procedimientos de aprobación, modificación o revisión de los instrumentos de planificación territorial o urbanística dispondrán de un plazo máximo de un mes, a contar desde la recepción del informe, para remitir al Ministerio de Industria, Energía y Turismo sus alegaciones al informe, motivadas por razones de medio ambiente, salud pública, seguridad pública u ordenación urbana y territorial.

El Ministerio de Industria, Energía y Turismo, a la vista de las alegaciones presentadas, emitirá un nuevo informe en el plazo máximo de un mes a contar desde la recepción de las alegaciones. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 83.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, transcurrido dicho plazo, el informe se entenderá emitido con carácter favorable y podrá continuarse con la tramitación del instrumento de planificación. El informe tiene carácter vinculante, de forma que si el informe vuelve a ser no favorable, no podrá aprobarse el correspondiente instrumento de planificación territorial o urbanística en lo que se refiere al ejercicio de las competencias estatales en materia de telecomunicaciones.

3. Mediante orden, el Ministro de Industria, Energía y Turismo podrá establecer la forma en que han de solicitarse los informes a que se refiere el apartado anterior y la información a facilitar por parte del órgano solicitante, en función del tipo de instrumento de planificación territorial o urbanística, pudiendo exigirse a las administraciones públicas competentes su tramitación por vía electrónica.

4. En la medida en que la instalación y despliegue de las redes de comunicaciones electrónicas constituyen obras de interés general, el conjunto de administraciones públicas tienen la obligación de facilitar el despliegue de infraestructuras de redes de comunicaciones electrónicas en su ámbito territorial, para lo cual deben dar debido cumplimiento a los deberes de recíproca información y de colaboración y cooperación mutuas en el ejercicio de sus actuaciones y de sus competencias. En defecto de acuerdo entre las administraciones públicas, cuando quede plenamente justificada la necesidad de redes públicas de comunicaciones electrónicas, y siempre y cuando se cumplan los parámetros y requerimientos técnicos esenciales para garantizar el funcionamiento de las redes y servicios de comunicaciones electrónicas establecidos en el apartado 4 del artículo anterior, el Consejo de Ministros podrá autorizar la ubicación o el itinerario concreto de una infraestructura de red de comunicaciones electrónicas, en cuyo caso la administración pública competente deberá incorporar necesariamente en sus respectivos instrumentos de ordenación las rectificaciones imprescindibles para acomodar sus determinaciones a aquéllas.

5. La tramitación por la administración pública competente de una medida cautelar que impida o paralice o de una resolución que deniegue la instalación de la infraestructura de red que cumpla los parámetros y requerimientos técnicos esenciales para garantizar el funcionamiento de las distintas redes y servicios de comunicaciones electrónicas establecidos en el apartado 4 del artículo anterior, excepto en edificaciones del patrimonio histórico-artístico, será objeto de previo informe preceptivo del Ministerio de Industria, Energía y Turismo, que dispone del plazo máximo de un mes para su emisión y que será evacuado tras, en su caso, los intentos que procedan de encontrar una solución negociada con los órganos encargados de la tramitación de la citada medida o resolución.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 83.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, transcurrido dicho plazo, el informe se entenderá emitido con carácter favorable y podrá continuarse con la tramitación de la medida o resolución. A falta de solicitud del preceptivo informe, así como en el supuesto de que el informe no sea favorable, no se podrá aprobar la medida o resolución.
6. El Ministerio de Industria, Energía y Turismo promoverá con la asociación de entidades locales de ámbito estatal con mayor implantación la elaboración de un modelo tipo de declaración responsable a que se refiere el apartado 6 del artículo anterior.

7. Igualmente, el Ministerio de Industria, Energía y Turismo aprobará recomendaciones para la elaboración por parte de las administraciones públicas competentes de las normas o instrumentos contemplados en la presente sección, que podrán contener modelos de ordenanzas municipales elaborados conjuntamente con la asociación de entidades locales de ámbito estatal con mayor implantación. En el caso de municipios se podrá reemplazar la solicitud de informe a que se refiere el apartado 2 de este artículo por la presentación al Ministerio de Industria, Energía y Turismo del proyecto de instrumento acompañado de la declaración del Alcalde del municipio acreditando el cumplimiento de dichas recomendaciones.

8. El Ministerio de Industria, Energía y Turismo podrá crear, mediante real decreto, un punto de información único a través del cual los operadores de comunicaciones electrónicas accederán por vía electrónica a toda la información relativa sobre las condiciones y procedimientos aplicables para la instalación y despliegue de redes de comunicaciones electrónicas y sus recursos asociados.

Las Comunidades Autónomas y las Corporaciones Locales podrán, mediante la suscripción del oportuno convenio de colaboración con el Ministerio de Industria, Energía y Turismo, adherirse al punto de información único, en cuyo caso, los operadores de comunicaciones electrónicas deberán presentar en formato electrónico a través de dicho punto las declaraciones responsables a que se refiere el apartado 6 del artículo anterior y permisos de toda índole para ocupar dominio público y privado necesario para el despliegue de dichas redes que vayan dirigidas a la respectiva Comunidad Autónoma o Corporación Local. El punto de información único será gestionado por el Ministerio de Industria, Energía y Turismo y será el encargado de remitir a la Comunidad Autónoma o Corporación Local que se haya adherido a dicho punto todas las declaraciones responsables y solicitudes que para la instalación y despliegue de redes de comunicaciones electrónicas y sus recursos asociados les hayan presentado los operadores de comunicaciones electrónicas. El Ministerio de Industria, Energía y Turismo, las Comunidades Autónomas y la asociación de entidades locales de ámbito estatal con mayor implantación fomentarán el uso de este punto de información único por el conjunto de las administraciones públicas con vistas a reducir cargas y costes administrativos, facilitar la interlocución de los operadores con la administración y simplificar el cumplimiento de los trámites administrativos.”
Disposición transitoria novena. Adaptación de la normativa y los instrumentos de planificación territorial o urbanística elaborados por las administraciones públicas competentes que afecten al despliegue de las redes públicas de comunicaciones electrónicas.
La normativa y los instrumentos de planificación territorial o urbanística elaborados por las administraciones públicas competentes que afecten al despliegue de las redes públicas de comunicaciones electrónicas deberán adaptarse a lo establecido en los artículos 34 y 35 en el plazo máximo de un año desde la entrada en vigor de la presente Ley.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Sin perjuicio de lo dispuesto en las disposiciones transitorias de esta Ley, quedan derogadas las siguientes disposiciones:

a) La Ley 11/1998, de 24 de abril, General de Telecomunicaciones.

b) La Ley 32/2003, de 3 de noviembre, General de Telecomunicaciones.

c) Igualmente, quedan derogadas cuantas otras disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo dispuesto en esta Ley.” 
Nuestro Plan General Municipal, aprobado con anterioridad a esta norma, y a la que debe adaptarse en el plazo de un año establece una serie de condiciones: 

Artículo 7.5.5. Instalaciones de telecomunicación por transmisión-recepción de ondas

radioeléctricas (D)

1. La instalación o modificación de los elementos o equipos de telecomunicación por transmisión-recepción de ondas radioeléctricas, antenas, estaciones base, radioenlaces y cualquier otro tipo de instalaciones destinadas a prestar el servicio de telefonía móvil u otros servicio de telefonía radio, requerirán la aprobación previa de un programa de implantación que contemple el conjunto de toda la red dentro del término municipal, en el que se justificará la solución propuesta con criterios técnicos de cobertura geográfica y en relación con otras alternativas posibles. El referido programa, que deberá presentar cada operador interesado en la colocación de este tipo de instalaciones y que tenga concedido el título habilitante por la Administración competente en materia de telecomunicaciones, habrá de definir también la tipología de las mismas para cada emplazamiento concreto. Cada programa de implantación deberá ajustarse a las correspondientes normas técnicas aprobadas por el Ministerio competente y al contenido de la presente Norma.

2. Los equipos, antenas, instalaciones base o, en general, cualquiera de las instalaciones previstas en este artículo habrán de utilizar la mejor tecnología disponible en orden a la minimización del impacto visual y ambiental de preservación de la salud de las personas.

3. No se autorizarán aquellas instalaciones previstas en este artículo que resulten incompatibles con el entorno, por provocar un impacto ambiental inadmisible o afección a la salud de las personas. En este sentido, serán precisos los siguientes requisitos:

- Informe favorable de la Comisión Municipal de Urbanismo para la instalación de los elementos y equipos objeto de este artículo en todo el término municipal.

- Con carácter general no se autorizará la instalación de equipos y antenas o cualquiera de las instalaciones previstas en este artículo en edificios y conjuntos protegidos, excepto en aquellos casos concretos y excepcionales que sean informados favorablemente por la Comisión Municipal de Urbanismo y, en su caso, por el organismo correspondiente en materia de Patrimonio de la Junta de Extremadura, cuando proceda.

- El Ayuntamiento, de manera justificada, por razones urbanísticas, medioambientales, paisajísticas o de preservación de la salud de las personas, y previa audiencia a los interesados, podrá establecer la obligación de compartir emplazamiento por parte de los diferentes operadores para la instalación de las antenas y demás equipos comprendidos en este artículo.

- Con carácter general no se autorizará la instalación de equipos, antenas, estaciones base o cualquiera de las infraestructuras previstas en este artículo que produzcan para cualquier frecuencia una exposición al campo electromagnético superior a 0,1w/m2 de densidad de potencia S.

- Las licencias para las instalaciones de los elementos y equipos de telecomunicación tendrán el carácter de revisables en el plazo de tres años desde su otorgamiento o última revisión. Los criterios para esta revisión se fundamentarán en la eventual existencia en el mercado de mejores tecnologías que hagan posible la reducción del impacto visual y la preservación de la salud de las personas. Como resultado de dicha revisión podrá exigirse el cambio de ubicación o la clausura de las instalaciones.

- Las instalaciones pertenecientes a los elementos y los equipos de telecomunicación podrán instalarse en:

a) Cubierta de edificios o construcciones, cuando dispongan de la tecnología y el diseño que consigan el menor tamaño, la menor complejidad, la máxima reducción del impacto ambiental y visual y dispongan de las condiciones de seguridad adecuadas para personas y bienes. Cuando se trate de cubiertas planas, las antenas se colocarán sobre las mismas con un retranqueo respecto a cualquiera de las fachadas del edificio igual a su altura disminuida en tres (3) metros, con un mínimo de cuatro (4) metros. Las condiciones de seguridad adecuadas para personas y bienes se describirán en el proyecto del técnico competente, visado por el colegio oficial correspondiente. 

b) Las mismas condiciones anteriores se aplicarán a las cubiertas inclinadas. No podrán instalarse en los paños que viertan hacia las fachadas públicas, debiendo ubicarse en cualquiera de los recayentes a las zonas interiores del edificio o en los paramentos de los patios de ventilación.

c) Asimismo podrán adosarse sobre los paramentos verticales en los terrenos de los inmuebles cumpliendo las normas urbanísticas municipales de altura y retranqueo.

d) La altura se considerará desde el techo de la última planta hasta la coronación del punto más alto de la antena o mástil en cualquiera de las situaciones anteriores, no sobrepasando en ningún caso un tercio de la altura del edificio o, alternativamente, 10 metros.

e) Los contenedores vinculados a cada una de las estaciones de telefonía situados sobre las cubiertas de los edificios no computarán en el cálculo de la edificabilidad del edificio, cumpliendo las siguientes condiciones:

- Superficie máxima: 8 metros cuadrados.

- Altura máxima: 3,50 metros.

f) La ocupación en planta del conjunto de las estaciones de telefonía situadas en la cubierta de un edificio no superará el 20% de la superficie de aquélla.

g) Podrán instalarse sobre el terreno, específicamente en suelo no urbanizable y excepcionalmente en suelo urbano y urbanizable, cuando asimismo dispongan de las condiciones de seguridad adecuadas para personas y bienes. En las zonas adyacentes a vías rápidas de escasa edificación deberán cumplirse las prescripciones establecidas en la normativa reguladora de las protecciones marginales de carreteras y vías públicas.

En todo caso se ajustarán a las condiciones de la normativa sobre seguridad del tráfico aéreo y en su instalación se adoptarán las medidas necesarias prescritas por el órgano municipal competente a la vista de los informes técnicos emitidos por los servicios técnicos municipales, para minimizar al máximo el posible impacto visual, a fin de conseguir la adecuada integración con el paisaje, preservar la salud de las personas y cumplir las demás condiciones establecidas. La altura máxima total del conjunto antena y estructura soporte no excederá de 30 metros. Si la altura supera dicha dimensión será su instalación excepcional, requiriéndose entre los documentos un montaje fotográfico en el que se aprecie su incidencia en el entorno. En ningún caso las antenas podrán incorporar elementos que tengan carácter publicitario. 

h) Las instalaciones de los equipos y elementos de telecomunicación deberán establecerse preferentemente en suelo no urbanizable común.

Artículo 7.5.6. Programas de implantación (D)

1. Para la aprobación de los programas de implantación a que se refiere el artículo 7.5.4, deberá formularse la correspondiente solicitud por los diferentes operadores de telecomunicaciones interesados que dispongan de las pertinentes autorizaciones administrativas para la utilización y ordenación del espacio radioeléctrico. La solicitud deberá ir acompañada de los ejemplares del programa, suficientes para recabar los informes necesarios de organismos o servicios municipales.

2. El programa de implantación no contendrá ninguna instalación de antena, estación base o radioenlaces, o de cualquier otro equipo relacionado con la telefonía móvil situada a menos de 100 metros, medidos horizontalmente, de parcelas donde existan guarderías, escuelas de enseñanza infantil y ciclos obligatorios, centros sanitarios y/o similares. 

3. El programa habrá de tratar, de forma motivada y suficientemente clara, para su comprensión y análisis:

a) La disposición geográfica de la red y la ubicación concreta de los elementos y equipos de telecomunicación que la constituyen, en relación con la cobertura territorial necesaria y comparativamente con otras soluciones posibles.

b) Documentación fotográfica, gráfica y escrita redactada por técnico competente justificando el impacto visual, que expresará claramente el emplazamiento y el lugar de colocación de la instalación en relación con la finca y la situación en que se encuentra, descripción del entorno en que se implanta, así como la forma, materiales y demás características de la antena.

c) Deberán señalarse las zonas en que los usos dotacionales educativo, sanitario-asistencial y social pueden quedar afectados por la implantación de antenas (bien sea por ser existentes, o por quedar prohibida su apertura a posteriori). 

4. El Ayuntamiento, en el caso de que lo considere necesario, podrá imponer la agrupación de antenas siempre que los límites totales de emisión se mantengan entre los establecidos en esta Norma.

5. Los programas de implantación deberán ajustarse a los correspondientes proyectos técnicos aprobados por el Ministerio competente en todos los casos en que de acuerdo con la normativa vigente sea precisa dicha aprobación. Asimismo deberá aportarse el documento expedido por el Ministerio competente que acredite la aprobación por ese organismo.

6. En la tramitación se seguirán las normas de procedimiento vigentes, siendo preceptivo, en todo caso, el informe favorable de los órganos previstos en el artículo 7.5.4 de las presentes Normas dentro de sus respectivas competencias, y de otros preceptivos que deban ser exigidos en los procedimientos administrativos correspondientes y los que se juzguen necesarios para resolver mediante la oportuna fundamentación, en su caso, de la conveniencia de reclamarlo.

7. La competencia para resolver corresponde al Excmo. Ayuntamiento Pleno, sin perjuicio de las delegaciones que pudiera efectuar, de conformidad con la legislación local vigente.

Artículo 7.5.7. Sujeción a licencia (D)

1. Con independencia de que el titular sea persona privada, física o jurídica, o una entidad pública, será necesario obtener previa licencia municipal para la instalación de cualquier tipo de instalación recogida en esta Norma, ubicada en el exterior o en el interior del volumen de los edificios o en los espacios abiertos públicos o privados. Igualmente será necesaria la obtención de licencia para la ejecución de cualquier tipo de instalaciones agrupadas, en los complejos conocidos como torres de comunicaciones o estaciones base de telefonía, así como para la instalación de elementos y equipos de telecomunicación, en cualquier situación. 

2. Cuando, de acuerdo con lo determinado en el artículo 7.5.5, sea exigible un programa de implantación previo, la licencia para cada instalación individual de la red sólo podrá otorgarse una vez aprobado el referido programa y siempre que éstas se ajusten plenamente a las previsiones de aquél.

3. A los efectos prevenidos en esta Norma, las actividades reguladas en la misma se clasifican en:

- Actividades no calificadas o inocuas.

- Actividades calificadas.

Son actividades no calificadas la recepción de los servicios de televisión y radiodifusión y la instalación de estaciones de radioaficionados. Son actividades calificadas las actividades que tienen por objeto la instalación de equipos y elementos de telefonía, así como la instalación de los equipos y elementos de emisión y transmisión de las señales de televisión y radiodifusión. Como tales seguirán el procedimiento para la obtención de licencia de actividad pertinente.”
De los textos transcritos debemos concluir que: 

PRIMERO.-  que la adaptación del PGM a la LGTc en plazo de un año que se exige en la Disposición Transistoria Novena no se ha realizado. 

SEGUNDO.- Que el PGM establece una normativa que puede suponer limitaciones o contradicciones con el contenido de la LGTc, en materias como: 

-  la sujeción a licencia de las instalaciones por el PGM una vez aprobado el programa de implantación, en contradicción con el régimen de declaraciones responsables que establece la ley una vez aprobado el mismo. 

- limitaciones a la ubicación  a menos de 100 metros, medidos horizontalmente, de parcelas donde existan guarderías, escuelas de enseñanza infantil y ciclos obligatorios, centros sanitarios y/o similares, que pueden suponer restricciones absolutas o desproporcionadas al derecho de ocupación del dominio público y privado de los operadores, o que imponen soluciones tecnológicas concretas, itinerarios o ubicaciones concretas en los que instalar infraestructuras de red de comunicaciones electrónicas, tal como impide la ley. 

En mi opinión, el principio de jerarquía normativa hace que sea de aplicación superior lo establecido en la LGTc por encima de una norma de carácter reglamentario como es el PGM, puesto que así lo establece la LGTc en su disposición derogatoria, derogando cuantas disposiciones reglamentarias se opongan a su contenido. 

No obstante cabría la posibilidad de que se pudiera entender que el Ayuntamiento dentro del ámbito de sus competencias en virtud de su autonomía local ha desarrollado la norma legal, estableciendo más limitaciones, lo cual , en mi opinión sería contradictorio con la no adaptación realizada, y contra la disposición derogatoria. 

TERCERO.- Que en este Ayuntamiento se están tramitando varios programas de implantación de redes de telecomunicaciones de distintas operadoras, los cuales se encuentran paralizados ante el incumplimiento de las condiciones establecidas por el PGM, las cuales suponen una limitación a la ubicación de antenas que, a juicio de las operadoras son restricciones absolutas o desproporcionadas. 

CUARTO.- que en este Ayuntamiento se han adoptado medidas cautelares de paralización de obras de instalación de antenas de telefonía por no contar con la licencia de conformidad con el PGM, pudiendo estar legitimadas a juicio del promotor por el programa de implantación presentado y sin el informe previo del Ministerio de Industria que exige la ley, lo cual podría llegar a ser considerada una actuación municipal contra ley. 

QUINTO.- tenemos conocimiento de que otros municipios han tenido problemas similares pronunciándose el Ministerio de Industria en un informe aclaratorio. Adjunto copia informe Ministerio para Ayuntamiento de Sestao. 

CONCLUSION

A la vista de la situación, considero necesario tener conocimiento claro sobre si el contenido de la regulación municipal es acorde con el contenido de la ley, para que en el caso de que no lo sea inaplicarla e iniciar una modificación puntual del PGM. 

Considero que dado que la propia LGTc establece en numerosos párrafos la colaboración interadministrativa, podría ser solicitado informe al Ministerio sobre si las normas municipales del Plan General Municipal (de carácter reglamentario) pueden suponer una limitación al contenido de la Ley General de Telecomunicaciones; si deben inaplicarse por jerarquía normativa, puesto que no se ha realizado la adaptación del planeamiento al contenido de la Ley de conformidad con el mandato de la Disposición Transitoria Novena, a efectos de dejar sin efecto la normativa municipal; y si finalmente, procedería la aprobación de los programas de implantación presentados que actualmente incumplen las prescripciones del PGM y que a partir de su inaplicación no tendrían inconvenientes para su aprobación. 

Para la emisión del informe por parte del Ministerio, considero que sería necesario dar traslado de los artículos del PGM que regulan esta materia para que el Ministerio nos indicara las contradicciones con su normativa, al igual que han realizado con otros municipios. 

Por todo ello, se somete a superior criterio de la Comisión de urbanismo para que considere si resulta conveniente la petición de informe al Ministerio en el sentido manifestado.” 

La Comisión, tras breve debate, por unanimidad, da su conformidad al informe jurídico transcrito y dictamina favorablemente que sea solicitado informe al Ministerio de Industria sobre si las normas municipales del Plan General Municipal pueden suponer una limitación al contenido de la Ley General de Telecomunicaciones por poder considerarse restricciones absolutas o desproporcionadas al derecho de ocupación del dominio público y privado de los operadores ni imponer soluciones tecnológicas concretas, itinerarios o ubicaciones concretas en los que instalar infraestructuras de red de comunicaciones electrónicas; si deben inaplicarse por jerarquía normativa, puesto que no se ha realizado la adaptación del planeamiento al contenido de la Ley de conformidad con el mandato de la Disposición Transitoria Novena, a efectos de dejar sin efecto la normativa municipal; y si finalmente, procedería la aprobación de los programas de implantación presentados que actualmente incumplen las prescripciones del PGM y que a partir de su inaplicación no tendrían inconvenientes para su aprobación.
7º.- Licencia de obras y usos provisionales para Proyecto de Ejecución de construcción de aseos y almacén provisionales en el Complejo Aralia sito en la Ctra. de Salamanca.
Se trae a la Comisión para su dictamen expediente tramitado a instancias de Bravo Hostelería, S.L.  para la obtención de Licencia para Proyecto de Ejecución para construcción de aseos y almacén provisionales en el Complejo Aralia (Expte. LIC-OMA-0198-2015). El Jefe de la Sección de Licencias ha emitido el siguiente informe jurídico:

“Se pretende la instalación de unos aseos y almacén provisionales en el jardín del Complejo de celebraciones Aralia, suelo urbano no consolidado según el Plan General Municipal al estar ubicado en el APE (área de planeamiento específico 09-01 Complejo Alvarez, en el que el uso proyectado es compatible). Se proyecta una construcción fácilmente desmontable con una estructura metálica sobre cimentación aislada, adjuntándose memoria de desmontaje, así como declaración jurada de aceptación de las condiciones legales de provisionalidad de las obras y compromiso de desmontaje cuanto lo decida el Ayuntamiento sin derecho a indemnización.

El informe del Servicio de Urbanismo es desfavorable por “entender que una construcción o instalación de carácter provisional es aquella que se prevé por un espacio temporal concreto, pero no como complemento a una actividad terciaria de carácter permanente como la que allí se desarrolla.”

Muestro mi disconformidad con la interpretación del concepto jurídico de provisionalidad realizado por el técnico del Servicio de Urbanismo, aclarando jurídicamente este concepto jurídico indeterminado que podrá ser sometido a superior criterio de la Comisión de Urbanismo a efecto de concesión de una eventual licencia así como para aclaración del concepto de obras y usos provisionales con carácter general. 

En mi opinión, para entender el concepto de obras y usos provisionales debemos partir de su definición legislativa: 

Artículo 187 Ley 15/2001, de 14 de diciembre, del Suelo y Ordenación Territorial de Extremadura (LSOTEX) (modificado por Ley 10/2015). Régimen de autorización de obras y usos provisionales.

1. Cuando no dificultaren la ejecución de los Planes, podrán autorizarse en suelo urbanizable y en el no urbanizable común, así como en parcelas y solares sin edificar en suelo urbano, consolidado o no, obras justificadas de carácter provisional realizadas con materiales fácilmente desmontables, y usos temporales que habrán de desmontarse o, en su caso, demolerse, y cesar, sin derecho a indemnización, cuando lo acordare el Ayuntamiento.

2. La licencia de usos y obras provisionales precisará, además de lo establecido en el apartado anterior, la concurrencia de las siguientes condiciones:

a) Que los usos u obras no se hallen expresamente prohibidos por la normativa urbanística o sectorial, ni por el planeamiento territorial, urbanístico o sectorial.

b) Que no se trate de usos residenciales.

3. La autorización se tramitará de conformidad con lo previsto para las licencias de obras, edificaciones e instalaciones.”

Estaríamos ante obras a realizar en suelo urbano no consolidado, justificadas por la necesidad de uso, con materiales fácilmente desmontables para un uso temporal (el que diga el Ayuntamiento) que no dificulta la ejecución del planeamiento, no se pretende un uso residencial, ni un uso prohibido por la normativa, uso que habrá de desmontarse o demolerse y cesar sin derecho a indemnización, cuando lo acuerde el Ayuntamiento, por lo que en mi opinión la solicitud encaja perfectamente en el concepto legal. 

La cuestión a dilucidar es la de dar contenido a un concepto jurídico indeterminado como es la temporalidad dentro del concepto de provisionalidad, para lo que debemos acudir a la reiterada jurisprudencia (sentencia del Tribunal Supremo de 26 de junio de 1995, de 7 de febrero, 3 de julio y 29 de diciembre de 1987, 20 de diciembre de 1988, 16 de octubre de 1989, 18 de abril de 1990, etc) en las que se afirma que «con dichas licencias provisionales se viene a dar expresión al sentido esencial del Derecho Administrativo que aspira siempre a armonizar las exigencias del interés público con las demandas del interés privado: cuando está prevista una transformación de la realidad que impedirá cierto uso y sin embargo aquella transformación no se va a llevar a cabo inmediatamente, el uso mencionado puede autorizarse, con la salvedad, en atención al interés público, de que cuando haya de eliminarse se procederá a hacerlo sin indemnización. Son pues estas licencias el último esfuerzo de nuestro ordenamiento para evitar restricciones no justificadas al ejercicio de los derechos y se funda en la necesidad de no impedir obras o usos que resulten inocuos para el interés público».
En este sentido el Tribunal Supremo, Sala Tercera de lo Contencioso Administrativo, sección 5ª, en sentencias de 29 de marzo de 1994 y 15 de septiembre de 1997 dice: “En esta línea la jurisprudencia destaca que las licencias provisionales constituyen, en si mismas, una manifestación del principio de proporcionalidad en un sentido eminentemente temporal: si a la vista del ritmo de ejecución del planeamiento una obra o uso provisional no va a dificultar dicha ejecución, no sería proporcionado impedirlos, siempre sin derecho a indemnización cuando ya no sea posible su continuación. Son pues estas licencias un último esfuerzo de nuestro ordenamiento para evitar restricciones no justificadas al ejercicio de los derechos y se fundan en la necesidad de no impedir obras o usos que resultan inocuos para el interés público, inocuidad esta que sólo existirá si realmente se elimina la indemnización para el momento, inevitable, de su extinción.”
Ahondando en este concepto el Tribunal Superior de Justicia de Madrid, Sala de lo Contencioso-administrativo, Sección 2ª, Sentencia de 24 Ene. 2002, rec. 1311/1996 dice literalmente: “que si se niega a todo uso que tiene vocación de permanencia la posibilidad de obtención de las licencias contempladas en el artículo 58.2 del Texto refundido de la Ley del Suelo de 9 Abr. 1976 y se circunscribe este texto a las licencias que amparan usos exclusivamente temporales y coyunturales, se limita el texto legal invocado en exceso pues la «provisionalidad» de uso que dicho precepto exige es una provisionalidad fáctica, no ontológica. Es decir, se permite que si los usos pretendidos, aunque naturalmente sean permanentes, se les incorpora una cláusula de provisionalidad se entienda cumplido el requisito legal exigido. La provisionalidad de estas edificaciones no radica en su permanencia, que puede ser indefinida, sino en su aptitud para ser desmontadas y trasladadas, en su caso, a otro lugar.” 

Y finalmente se aclara que “tampoco puede denegarse la licencia con carácter provisional o en precario so pretexto de que no se trata de un uso temporal pues precisamente la temporalidad es condición de esta licencia concedida con este carácter.”
En el mismo sentido la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía de Sevilla, Sala de lo Contencioso-administrativo, Sección 2ª, Sentencia de 8 Mar. 2012, rec. 487/2011 establece que no es exigible que a la licencia provisional se le deba establecer un plazo de vigencia, pues la esencia de la provisionalidad de la concesión de la licencia radica no en la fijación de un plazo de tiempo, sino en que se pueda revocar, en cualquier momento, por evidentes razones de oportunidad y discrecionalidad administrativa, sin derecho a indemnización a diferencia de las licencias ordinarias. 

La jurisprudencia asimismo establece que este tipo de licencias no son discrecionales y que tienen el carácter de excepcionalidad. Así el Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, sala de lo contencioso en sentencia de 30 de septiembre de 2004, afirma que ha de destacarse también que tales licencias son el fruto de una actuación no discrecional sino de una habilitación legal o atribución de potestad y la dificultad de interpretación que los conceptos jurídicos indeterminados comportan. Así como que el Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, Sala de lo Contencioso-administrativo, Sentencia de 31 May. 2001, manifiesta que ha de destacarse que tales licencias son el fruto de la actuación de una potestad reglada, una vez más, el verbo "podrán" que aparece en el texto del artículo 58.2 del Texto Refundido de 1976 --o del artículo 91.2 del Texto Refundido de 1990-- apunta no a una discrecionalidad administrativa sino a una habilitación ó atribución de potestad.

En cuanto a la excepcionalidad el Tribunal Supremo en Sentencia de 11 Nov. 1998, y 3 d de diciembre de 1991 indica que  existen casos en los que resulta viable la autorización de obras o usos que no se acomoden a lo previsto en el Plan; esta posibilidad excepcional es la denominada ordinariamente licencia provisional.
Por tanto, en mi opinión, a la vista de los numerosos y amplios pronunciamientos jurisprudenciales, concluyo que el carácter provisional se refiere a una temporalidad en cuanto a que la obra o uso queda sujeta a un régimen específico con un fin, que aun siendo un uso permanente, es indefinido por su régimen jurídico específico no discrecional y excepcional. Es temporal y provisional porque está sujeto a este régimen específico de que cesará y se desmontará en el momento en que lo decida la Administración sin derecho a indemnización, por lo que no puede denegarse la licencia por no ser un uso breve en el tiempo, no utilizando el concepto de lo temporal como breve en el tiempo, sino como temporal en su acepción como no definitivo, aún siendo indefinido, y sujeto a condición, puesto que esta temporalidad (como no definitiva) es condición de este régimen jurídico específico de las obras y usos provisionales. 
Por todo lo anterior, superior criterio dictaminará al respecto, en el resto de cuestiones vista la documentación aportada y el procedimiento seguido, el técnico que suscribe no observa inconvenientes jurídicos para poder acceder a lo solicitado en materia de su competencia.

Una vez finalizadas las obras se incorporarán al expediente Certificado final de obras visado y certificado final de la instalación eléctrica. 
En el supuesto de que se pretenda realizar nueva conexión a la red de saneamiento y/o abastecimiento en todo caso, se deberá cumplir el pliego de condiciones elaborado por el Servicio de Infraestructuras del cual se adjunta copia, debiendo ponerse en contacto con la empresa concesionaria del servicio de aguas. 

Una vez finalizadas las obras deberá presentar fotocopia sellada de la presentación en el registro de Catastro del documento de alteración catastral (modelo 902 o el que legalmente corresponda).”
La Comisión, tras breve debate, por tres votos favorables de los miembros del Grupo Popular y cuatro abstenciones de los dos miembros del Grupo Socialista, del vocal de Ciudadanos y del de Cáceres Eres Tu, dictamina favorablemente la concesión de Licencia de obras y usos provisionales para Proyecto de Ejecución de construcción de aseos y almacén provisionales en el Complejo Aralia sito en la Ctra. de Salamanca que habrán de desmontarse o, en su caso, demolerse, y cesar, sin derecho a indemnización, cuando lo acordare el Ayuntamiento de conformidad con el artículo 187 de la Ley 15/2001 del Suelo y Ordenación Territorial de Extremadura. 
 



PATRIMONIO
8º.- Inscripción  en el Registro de la Propiedad de la completa descripción  de la finca registral 95877 y declaración de obra nueva de las construcciones e instalaciones ejecutadas en la finca de propiedad municipal, sita en el Espiritu Santo ubicada en la Avda. de Cervantes, nº 35 en la que se encuentran las pistas polideportivas, sede social de la Asociación de Vecinos LLopis Iborra y un centro de transformación.

Se trae a la Comisión el expediente tramitado sobre la construcción de la Sede Social de la Asociación de Vecinos Llopis Iborra (expte. PAT-CES-0009-1999); por la Jefa de la Sección de Patrimonio se ha emitido el siguiente informe jurídico:
“RESULTANDO: Que sobre dicho inmueble,  y resto de las instalaciones existentes en esta finca, tan sólo constaban datos genéricos de su construcción por este Ayuntamiento, obtenidos en su día de los expedientes obrantes en la Sección de contratación; no constando la declaración de obra nueva, ni su inclusión el Inventario de bienes; siendo necesario para poder realizar la cesión propuesta en su día, que previamente se actualizase y depurase la situación física y jurídica de los mismos.

RESULTANDO: Que en consecuencia el expediente obrante en la Sección de Patrimonio quedó paralizado en el año 2000, sin que se haya dictado resolución de cesión del inmueble construido en esta finca a la Asociación de Vecinos Llopis Iborra, pendiente de que por parte de los Servicios Técnicos Municipales se emitiese el correspondiente informe para poder realizar las subsiguientes actuaciones para la declaración de obra nueva del edificio y resto de las instalaciones ejecutadas en esta finca.

 RESULTANDO: Que no obstante, de la documentación obrante en otro expediente incoado en el año 1988 para la cesión de terrenos de propiedad municipal al Ministerio de Educación y Ciencia para la construcción de un Centro de B.U.P., resultaron distintas incidencias, que junto a la anterior, conllevaron, igualmente, la paralización de dicho expediente y la no formalización efectiva de la cesión.

Este último expediente es el que corresponde con el acuerdo adoptado por el Excmo. Ayuntamiento Pleno de esta Capital, en sesión mensual ordinaria celebrada en primera convocatoria el día veinte de febrero de dos mil catorce, 12º.- EXPEDIENTE PARA DEPURACIÓN JURÍDICA DE LOS TERRENOS SITOS EN LA BARRIADA DEL ESPÍRITU SANTO, DESTINADOS A LA CONSTRUCCIÓN DE INSTITUTO DE EDUCACIÓN SECUNDARIA Y DE PISTAS POLIDEPORTIVAS.

Como resulta de lo señalado en dicho acuerdo, la modificación de los acuerdos de cesión se efectuó en su día y se ha ratificado en este último acuerdo debido a que en su día el Ministerio de Educación y Cultura no había ocupado la totalidad de los terrenos inicialmente cedidos, y dado que por parte de este Ayuntamiento se había ocupado una porción de dichos terrenos para la construcción de pistas polideportivas y el edificio que, posteriormente, fue construido para la Asociación de Vecinos de referencia; excluyendo estos últimos terrenos de los cedidos.
En consecuencia y dado que dicho acuerdo afecta a los terrenos donde está construida la sede vecinal y resto de las instalaciones, y que de hecho con arreglo al mismo, se efectuó la segregación e inscripción de los terrenos donde esta construida la sede vecinal y resto de las instalaciones; y en concreto en la finca registral 95877;  fueron remitidos con posterioridad a la adopción de dicho acuerdo, los documentos de esta inscripción, así como los planos correspondientes a la misma  a la Sección de Edificación de este Ayuntamiento.
RESULTANDO: Que en consecuencia los datos correspondientes a la descripción de los terrenos donde se encuentra construido el citado edificio y resto de las instalaciones, según lo señalado en su día en el informe emitido por el Servicio de Urbanismo con fecha 21 de enero de 2014, que sirvió de base a su segregación e inscripción como finca independiente; son los que resultan de la inscripción registral de la  Finca 95877, al tomo 2795, libro 1740, alta 1ª.
RESULTANDO: Que con fecha  6 de octubre de 2015, se ha emitido un informe por parte de Cristina Albert, Arquitecta del Servicio de Edificación y Mantenimiento, con el  VºBº del Arquitecto Jefe de Servicio de la misma; en el que  se reseñan todos los datos relativos tanto a la finca, como a la edificación e instalaciones en ellas existentes; y ello a efectos de la declaración de obra nueva correspondiente. 


CONSIDERANDO: Lo establecido en el artículo 32 y siguientes del Reglamento de Bienes de las Entidades Locales de 13 de Junio de 1986.


CONSIDERANDO: Lo dispuesto en el Decreto de 8 de febrero de 1946 por el que se aprueba la nueva redacción oficial de la Ley Hipotecaria y en particular en sus artículos 9.b, 10, 198.6 y 206; así como en Real Decreto Legislativo 1/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario y en particular en sus artículos 14.a) párrafo 2º, 16. 2 a), 40.2 y 47.2; ambos según la ultima modificación efectuada por la Ley 13/2015, de 24 de Junio; así como en la Resolución de 26 de octubre de 2015, de la Dirección General del Catastro, por la que se regulan los requisitos técnicos para dar cumplimiento a las obligaciones de suministro de información por los notarios establecidas en el texto refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario y en particular en los puntos segundo, tercero, quinto, sexto y séptimo; y demás concordantes de los citados textos legales.

CONSIDERANDO: Asimismo lo establecido en la Ley Hipotecaria según la última modificación efectuada por la Ley 13/2015, de 24 de Junio,  y entre otros en los siguientes artículos:

Artículo 198.-La concordancia entre el Registro de la Propiedad y la realidad física y jurídica extrarregistral se podrá llevar a efecto mediante alguno de los siguientes procedimientos:

1. º La inscripción de la representación gráfica georreferenciada de la finca y su coordinación con el Catastro.

3.º La rectificación de su descripción.

6.º Las operaciones registrales sobre bienes de las Administraciones Públicas, en virtud de certificación administrativa………………

Artículo 202.-Las nuevas plantaciones y la construcción de edificaciones o asentamiento de instalaciones, tanto fijas como removibles, de cualquier tipo, podrán inscribirse en el Registro por su descripción en los títulos referentes al inmueble, otorgados de acuerdo con la normativa aplicable para cada tipo de acto, en los que se describa la plantación, edificación, mejora o instalación. En todo caso, habrán de cumplirse todos los requisitos que hayan de ser objeto de calificación registral, según la legislación sectorial aplicable en cada caso.

La porción de suelo ocupada por cualquier edificación, instalación o plantación habrá de estar identificada mediante sus coordenadas de referenciación geográfica…”

Artículo 206.-

1. Las Administraciones Públicas y las entidades de Derecho público con personalidad jurídica propia vinculadas o dependientes de cualquiera de aquéllas podrán inmatricular los bienes de su titularidad, mediante la aportación de su título escrito de dominio, cuando dispongan de él, junto con certificación administrativa librada, previo informe favorable de sus servicios jurídicos, por el funcionario a cuyo cargo se encuentre la administración de los mismos, acreditativa del acto, negocio o modo de su adquisición y fecha del acuerdo del órgano competente para su inclusión en el inventario correspondiente o, caso de no existir, fecha del acuerdo de aprobación de la última actualización del inventario de la que resulte la inclusión del inmueble objeto de la certificación con indicación de la referencia o indicador que tenga asignado en el mismo, así como de su descripción, naturaleza patrimonial o demanial y su destino en el primer caso o su eventual afectación, adscripción o reserva, en el segundo.

Asimismo, las entidades referidas deberán aportar certificación catastral descriptiva y gráfica de la parcela o parcelas catastrales, que se corresponda con la descripción literaria y la delimitación geográfica de la finca cuya inmatriculación  se solicita en la forma establecida en la letra b) del artículo 9. Solo en caso de que la finca careciese de certificación catastral descriptiva y gráfica, podrá aportarse una representación gráfica georreferenciada alternativa, la cual deberá corresponderse con la descripción literaria realizada y respetar la delimitación de los colindantes catastrales y registrales. A la representación gráfica alternativa deberá acompañarse informe del Catastro…”

5. Además de ello, mediante certificación administrativa del acto en que así se disponga, podrán practicarse, en los bienes de titularidad de las Administraciones Públicas y de las entidades de Derecho público a que refiere el apartado 1 de este artículo, operaciones registrales de agrupación, división, agregación, segregación, declaración de obra nueva, división horizontal, constitución de conjuntos inmobiliarios, rectificación descriptiva o cancelación, siempre que tales actos no afecten a terceros que no hubieran sido citados en el expediente, se cumplan los requisitos establecidos por la legislación sectorial y se aporte la representación gráfica catastral de la finca o representación alternativa, en los términos previstos en el artículo 10.. 

CONSIDERANDO: Lo dispuesto en el Artículo 308 del Reglamento de la Ley Hipotecaria,  con respecto a la inscripción de las Declaraciones de Obra Nueva.
CONSIDERANDO: Lo dispuesto en  los artículos 36 al 39 de la Ley  33/2003, de 3 de Noviembre del Patrimonio de las Administraciones Públicas, así como en los artículos 46 al 53 del  Reglamento General de la Ley 33/2003, aprobado por Real Decreto 1373/2009, de 28 de agosto.

En consecuencia, y al objeto de poder efectuar la declaración de Obra Nueva del citado edificio; procedería proponer al Pleno de este Ayuntamiento que adopte el siguiente ACUERDO:

PRIMERO.- Modificar y completar los datos que constan en el Inventario Municipal, previa autorización del Secretario de la corporación y con el Visto Bueno del Presidente, en los términos del artículo 32 del Reglamento de Bienes,  con respecto a la finca registral 95877, cuya inclusión en el mismo se acordó por acuerdo adoptado por el Pleno de este Ayuntamiento en sesión celebrada con fecha 26 de febrero de 2014; y ello al objeto de actualizar los datos de la misma, y asimismo incluir las instalaciones y edificaciones que en la misma existen; y ello con arreglo a lo siguiente:

“Terreno al sitio del Espíritu Santo ubicado en la Avenida de Cervantes nº 35, de forma de polígono de seis lados, calificada, según el Plan General Municipal vigente, como Suelo Urbano, clasificada como Sistema Local, Equipamiento Social, y consiguientemente bien de dominio público, que tiene una superficie de 1.885,86 m2.
LINDEROS:

NORTE: Línea quebrada de 27,33  metros y recta de 19,20 metros, con resto de la finca matriz, hoy calle en proyecto de la ordenación del ámbito API.32-01 del Plan General vigente.

SUR: Línea de 29,60 metros con parcela de Equipamiento Docente, IES Al-Qázeres. 

ESTE: Línea quebrada de 14,60 metros y línea recta de  27,60 metros, con parcela de Equipamiento Docente, IES Al-Qázeres.

OESTE: Línea de 49,60 metros con Av. de Cervantes.

FINCA REGISTRAL: 95877, al tomo 2795, libro 1740, alta 1ª. 

La parcela corresponde con la manzana 65110, parcela 04, datos referidos a la cartografía catastral urbana; haciéndose constar que  los datos de  la finca registral  95877  que consta en el Catastro, en el cual figuran con Referencia catastral 6511004QD2761A0001MD; son similares a los que constan en su inscripción registral; existiendo no obstante diferencia en cuanto a su superficie, que según el catastro es de 1894 m/2, y según el registro de la propiedad, es de 1885,86 m/2, debiendo prevalecer esta última, al ser la que consta igualmente en el Inventario de bienes de este Ayuntamiento, y en los documentos que sirvieron de base a la segregación e inscripción registral de esta finca; entendiendo que no obstante existiría correspondencia entre la representación gráfica aportada por este Ayuntamiento y la catastral, al no exceder la diferencia de superficie de un 10% y coincidir además la establecida por este Ayuntamiento, con la inscrita. No obstante se  acompañarán a la CERTIFICACIÓN ADMINISTRATIVA que se presente en el registro de la propiedad  y en el Catastro, como ANEXOS I ,II, III y IV la siguiente documentación: (I) Certificación que sirvió de base a la inscripción registral de esta finca, en la que figuran los informes y planos elaborados por el Servicio de Urbanismo con fecha  21 de enero de 2014; (II) documento obtenido en la sede electrónica del CATASTRO,  (III) el informe y planos elaborados por el Servicio de Edificación con fecha 6 de octubre de 2015, (IV) los planos elaborados por el SIG de este Ayuntamiento, en el que se reseñan las coordenadas de referenciación geográfica; y en consecuencia la representación gráfica georreferenciada alternativa, que resulta de dichos documentos, para verificar así la coordinación gráfica con el catastro, en los términos de los artículos 9 y 10 de la Ley Hipotecaria, según la nueva redacción efectuada por la Ley 13/2015, de 24 de Junio.
* Dentro de esta finca se encuentran las pistas polideportivas de Llopis Ivorra, el edificio actualmente destinado a  sede social de la Asociación de vecinos Llopis Iborra y un centro de transformación, que sirve para abastecer al I.E.S. Al-Qazares; y cuyas declaraciones de OBRA NUEVA se acuerda por medio del presente; siendo la descripción de la obra nueva ejecutada la siguiente:

* Pistas polideportivas (baloncesto, futbol, sala), sin incluir el acceso y los espacios de circulación, ocupan una superficie de parcela de 1.007,12 m2 (sup. parcela ocupada por “pista A”= 646,12 m2 y por pista “B”= 361,00 m2). Sí se incluyen el acceso y los espacios de circulación, las pistas ocupan una superficie de parcela de 1727,75 m2; tal como consta en el informe emitido por el Servicio de Edificación con fecha 6 de octubre de 2015, y documentos adjuntos.

Coordenadas de referenciación geográfica:

Pista A: X=726312


Y=4370964
Pista B: X=726318


Y=4370945
* Centro de Transformación, para abastecer al actual  I.E.S. Al-Qazares construido por la Consejería de Educación y Cultura del Gobierno de Extremadura, que ocupa una superficie de parcela de  36,93 m2 (8,57 m x 4,31 m); tal como consta en el informe emitido por el Servicio de Edificación con fecha 6 de octubre de 2015, y documentos adjuntos.

Coordenadas de referenciación geográfica: 
X=726290

 




Y=4370968

* Edificación destinada a Sede social,  que ocupa una superficie de parcela de 121,18 m2 (incluyendo la escalera exterior metálica de acceso a la planta primera de la edificación);  que tiene la siguiente descripción, tal como consta en el informe emitido por el Servicio de Edificación con fecha 6 de octubre de 2015, y documentos adjuntos.

Coordenadas de referenciación geográfica: 
X=726302


 




Y=4370976

“Se trata de un inmueble de dos plantas, planta baja y primera, con entrada principal desde el interior de la propia parcela a la que se accede a su vez desde la avenida de Cervantes. La superficie de la parcela ocupada por la edificación es de 121,18 m2 (incluyendo la escalera exterior de acceso a la planta primera).La planta baja está destinada a aseos y vestuarios de las instalaciones deportivas, salón social de la sede de la asociación de vecinos y almacén.La planta alta está destinada a vestíbulo, un despacho y sala de reuniones.La distribución interior tiene las siguientes superficies útiles:

Planta baja

Salón social……………………..

43,87 m2
Vestuarios……………………….

25,78 m2
Almacén…………………………

23,08 m2
Superficie útil total p. baja……

92,73 m2
Planta alta

Vestíbulo………………………..

4,73 m2
Despacho……………………….

11,93 m2
Sala de reuniones……………..

53,35 m2
Superficie útil total p. alta…….

70,01 m2
Superficie útil total sede social……….. 
162,74 m2
Las superficies construidas de la edificación, es decir los metros cuadrados edificados son:

Planta baja

Sup. Construida total p. baja…………..
115,07 m2.

Planta alta

Sup. Construida total p. alta…………..
86,70 m2
Superficie construida total sede social…..201,77 m2.

ESTADO CONSTRUCTIVO.

La edificación ha finalizado, ajustándose lo edificado y su descripción, en cuanto a los extremos señalados, al proyecto correspondiente”.
Haciéndose constar igualmente que aunque en relación con las edificaciones antes reseñadas, existe también alguna diferencia de superficie, entre el catastro, y la reseñada en los informes emitidos por el Servicio de Edificación de este Ayuntamiento que es la que debe prevalecer, tampoco exceden del 10%; por lo que en consecuencia, igualmente y como expresamente habilita en artículo 206.5 de la Ley Hipotecaria, se acompañara a la CERTIFICACION ADMINISTRATIVA  que se presente en el Registro de la Propiedad y en el catastro, para la inscripción de la declaración de obra nueva del inmueble y resto de las instalaciones existentes en esta finca, como ANEXO III, el informe, plano, fotos y demás documentación elaborada con fecha 6 de octubre de 2015, para la declaración de obra nueva, por parte del Servicio de Edificación de este Ayuntamiento, y en consecuencia la representación gráfica alternativa, que resulta de dichos documentos, y verificar así la coordinación gráfica con el catastro, en los términos de los artículos 9 y 10 de la Ley Hipotecaria, según la nueva redacción efectuada por la Ley 13/2015, de 24 de Junio.
SEGUNDO: Solicitar al Registro de la Propiedad que inscriba la declaración de obra nueva del inmueble e instalaciones anteriormente reseñados; con arreglo a los datos que se harán constar en la correspondiente CERTIFICACIÓN que al efecto se expida.

TERCERO: Solicitar  asimismo al Catastro  el alta o modificación de los datos que constan en dicho organismo con respecto a la citada finca y los inmuebles e instalaciones en la misma existentes; y ello con arreglo a los datos que se harán constar en la correspondiente CERTIFICACIÓN que al efecto se expida. 

CUARTO: Proceder a la elaboración de los siguientes documentos:

a) Ficha conforme al modelo actual en que se describa e identifiquen los terrenos  y la obra nueva declarada siguiendo los criterios y con los datos exigidos en el artículo 20 del Reglamento de Bienes de las Entidades Locales.

b) Documentación gráfica correspondiente en la que se recojan todas las determinaciones exigidas en el artículo 29 del Reglamento anteriormente citado.

QUINTO: Remitir a la Administración del Estado (Subdelegación del Gobierno en Cáceres), y de la Comunidad Autónoma (Secretaría General de Política Territorial y Administración Local), copia de la rectificación del inventario practicada, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 32 del Reglamento de  Bienes.

Es todo cuanto tiene que informar la que suscribe, no obstante la Corporación decidirá lo que estime oportuno.”

La COMISIÓN, por unanimidad, da su conformidad a los informes jurídico y técnico obrantes en el expediente, y dictamina favorablemente la Inscripción en el Registro de la Propiedad de la completa descripción de la finca registral 95877 y declaración de obra nueva de las construcciones e instalaciones ejecutadas en la finca de propiedad municipal, sita en el Espíritu Santo ubicada en la Avda. de Cervantes, nº 35 en la que se encuentran las pistas polideportivas, sede social de la Asociación de Vecinos LLopis Iborra y un centro de transformación.
9º.- Aceptación de la reversión a este Ayuntamiento de los terrenos reseñados en la Resolución dictada con fecha 21 de Diciembre de 2015 por la Consejería de Hacienda y Administración Pública, por la que se acuerda la reversión a este Ayuntamiento de 5975,04 metros cuadrados a segregar de la finca registral número 51019; según lo dispuesto por el Pleno de este Ayuntamiento en sesión celebrada con fecha 19 de diciembre de 2013, que dispuso declarar RESUELTA PARCIALMENTE LA MUTACIÓN DEMANIAL, disponiendo en consecuencia la REVERSIÓN AL AYUNTAMIENTO DE CACERES, de la parte de la finca registral 51019 cedida a favor de la Dirección General de Transportes de la Consejería de Infraestructuras y Desarrollo Tecnológico de la Junta de Extremadura para ampliación de los Servicios que presta la Estación de Autobuses de Cáceres y en concreto la ampliación del patio de dársena. 
Se presenta a la Comisión para su dictamen el expediente tramitado para la Reversión al Ayuntamiento de parte de la finca registral 51019 cedida a favor de la Dirección General de Transportes (expte. PAT-CES-0022-2003). Por la Jefa de la Sección de Patrimonio se ha emitido el siguiente informe jurídico:
“En relación con el expediente tramitado a instancia del Sr. Director Gerente de EACSA Estación de Autobuses de Cáceres, solicitando la cesión de unos terrenos en el área de reparto SA-1 para la ampliación de los servicios que presta y;

RESULTANDO: Que el Pleno de este Ayuntamiento, en sesión celebrada con fecha 19 de diciembre de 2013, acordó entre otras cuestiones:

“… PRIMERO.- Dejar sin efecto el acuerdo adoptado por el Pleno de este Ayuntamiento con fecha 15 de noviembre de 2012.

SEGUNDO.- Declarar RESUELTA PARCIALMENTE LA MUTACIÓN DEMANIAL y consiguiente cesión de terrenos efectuada por acuerdo adoptado por el Pleno del Ayuntamiento en sesión celebrada el 21 de diciembre de 2006, a favor de la Dirección General de Transportes de la Consejería de Infraestructuras y Desarrollo Tecnológico de la Junta de Extremadura (hoy Dirección General de Transportes, Ordenación del Territorio y Urbanismo de la Consejería de Fomento, Vivienda, Ordenación del Territorio y Turismo del Gobierno de Extremadura), para ampliación de los Servicios que presta la Estación de Autobuses de Cáceres y en concreto la ampliación del patio de dársenas; disponiendo en consecuencia la REVERSIÓN AL AYUNTAMIENTO DE CACERES, de la parte de la finca registral 51019, objeto de la mutación demanial inicial, que a continuación se describe:

“Terrenos al sitio de San Antonio con calificación de Equipamiento Genérico, según PGM vigente.

De forma Polígono irregular, con una extensión superficial de 5975,04 m2.

LINDEROS:
Norte: En línea recta de 61,46 m. lineales con Av. de la Hispanidad.

Sur: En línea recta de 101,36 m. con zona verde nº 1 (parque).

Este: En línea quebrada de 71,38 m y 5,60 m. con Colegio María Auxiliadora.

Oeste: En línea quebrada de 34,41 m y 9,24 m con la Estación de autobuses y líneas de 17,93 m y 39 m con resto de finca matriz.

Parte de estos terrenos están ocupados por el parque existente en el fondo o lindero sur de la finca. En consecuencia la superficie útil de la finca es de 5372,09 m2 y la superficie ocupada por el parque de 602,95 m2”…”
“… CUARTO.- Requerir al Gobierno de Extremadura, y en su nombre a la Dirección General de Transportes, Ordenación del Territorio y Urbanismo de la Consejería de Fomento, Vivienda, Ordenación del Territorio y Turismo o al Servicio de Patrimonio de la Secretaría General de la Consejería de Economía y Hacienda, del Gobierno de Extremadura (según proceda), para que otorgue la correspondiente escritura o ACTA de segregación y reversión de los bienes descritos en el punto SEGUNDO presente acuerdo, al Patrimonio del Excmo. Ayuntamiento de Cáceres, facultando a la Ilma. Sra. Alcaldesa para que formalice y suscriba en nombre y representación de este Excmo. Ayuntamiento dichos documentos; siendo todos los gastos e impuestos que se generen de cuenta del Gobierno de Extremadura.

QUINTO.- Ordenar la inscripción en el Registro de la Propiedad de las escrituras públicas o ACTA DE REVERSIÓN, (según proceda) de la finca descrita en el apartado segundo del presente acuerdo, a favor del Excmo. Ayuntamiento de Cáceres; siendo todos los gastos e impuestos que se generen de cuenta del Gobierno de Extremadura…”.

RESULTANDO: Que dicho acuerdo fue comunicado a la Consejería de Fomento, Vivienda y Ordenación del Territorio y Turismo con fecha 28 de enero de 2014 y al Servicio de Patrimonio de la Consejería de Economía con fecha 28 de enero de 2014; habiendo transcurrido los plazos correspondientes sin que se haya interpuesto recurso alguno, por lo que dicho acuerdo tiene carácter firme.

RESULTANDO: Que con fecha 7 de febrero de 2014, se recibió un escrito de la Secretaría General de la Consejería de Economía y Hacienda, en el que comunicaban que estaba pendiente de que por parte de la Consejería de Fomento, Vivienda, Ordenación del Territorio y Turismo, a la cual figuraba afectado el inmueble, se emitiera informe y pronunciamiento expreso sobre la procedencia de la reversión solicitada, sin que hasta la fecha se hubiese recibido respuesta; lo cual era absolutamente necesario para proceder a la reversión solicitada.

RESULTANDO: Que el acuerdo de reversión se ha adoptado conforme a los requerimientos expresamente efectuados por parte de la Consejería de Fomento, ajustándose plenamente a lo solicitado por la misma, en particular a lo requerido en el último escrito de fecha 9 de octubre de 2013.

RESULTANDO: Que no obstante, dado que a pesar del tiempo transcurrido no se había procedido a la formalización de la reversión a este Ayuntamiento de los terrenos de 5975,04 m2 descritos en el punto segundo del acuerdo adoptado por el Pleno de este Ayuntamiento en sesión celebrada con fecha 19 de diciembre de 2013; por parte de este Ayuntamiento se efectuaron diversos requerimientos a dichos efectos; y ello mediante las comunicaciones de fechas 28 de enero de 2014, 4 de abril de 2014, 22 de octubre de 2014, 27 de febrero de 2015 y 18 de marzo de 2015, que constan en el expediente.

RESULTANDO: Que finalmente, con fecha 28 de enero de 2016, se ha recibido en este Ayuntamiento la Resolución dictada con fecha 21 de diciembre de 2015  por la Consejera de Hacienda y Administración Pública, por la que se acuerda la reversión a este Ayuntamiento de 5975,04 m2 a segregar de la finca registral número 51019.


En dicha resolución, después de exponer los antecedentes y consideraciones jurídicas correspondientes contenidas en la propuesta de reversión efectuada con fecha 18 de diciembre de 2015 por el Jefe del Servicio de Patrimonio, se dispone:

“Acordar la reversión al Excmo. Ayuntamiento de Cáceres de 5.975,04 metros cuadrados de la finca registral número 51.019 de la localidad, siendo la descripción registral de la superficie a segregar y revertir la siguiente:
-Terrenos al Polígono de San Antonio. Con calificación de Equipamiento Genérico según el Plan General Municipal Vigente, de forma irregular y con una extensión de 5.975,04 metros cuadrado y con acceso por la Av. De la Hispanidad que linda; Norte, en línea recta de 61,46 metros lineales con la Av., de la Hispanidad, Sur, en línea recta de 101, 36 metros con zona verde número 1 (parque); Este, en línea quebrada de 71,38 metros y 5,60 metros con Colegio María Auxiliadora; Oeste, en línea quebrada de 34,41 y 9,24 metros con la Estación de Autobuses y líneas de 17,93 y 39 metros con resto de finca matriz.

Por el Servicio de Patrimonio se efectuarán los trámites correspondientes a la formalización de la reversión del inmueble”


CONSIDERANDO: Todas las determinaciones de carácter jurídico contenidas en los informes emitidos por la que suscribe con fechas 8 de octubre de 2012 y 8 de noviembre de 2013; informes ambos que obran en el expediente, a cuyo contenido me remito y en las cuales me ratifico.


CONSIDERANDO: Que la resolución de reversión dictada con fecha 21 de diciembre de 2015,  se ajusta a lo establecido en el acuerdo adoptado por el Pleno de este Ayuntamiento en sesión celebrada el 19 de diciembre de 2013; con excepción de lo relativo a la descripción de los terrenos objeto de reversión; con respecto a la cual, aunque coincide plenamente con lo señalado en el punto primero del citado acuerdo, en cuanto a su descripción y linderos, faltaría por reseñar  la observación de que “parte de los terrenos están ocupados por el parque existente en el fondo o lindero sur de la finca; y que en consecuencia la superficie útil de la finca es de 5372,09 m2 y la superficie ocupada por el parque de 602,05 m2; y ello al objeto de que dicha descripción coincida con la que actualmente deriva del Planeamiento vigente, tal como se señala en el informe emitido con fecha 30 de octubre de 2013, por el Jefe del Servicio de Urbanismo.

En consecuencia dado que el Pleno de este Ayuntamiento, en sesión celebrada con fecha 19 de diciembre de 2013, ya dispuso declarar RESUELTA PARCIALMENTE LA MUTACIÓN DEMANIAL, disponiendo en consecuencia la REVERSIÓN AL AYUNTAMIENTO DE CACERES, de la parte de la finca registral 51019, que ha sido ya dispuesta también por la entidad cesionaria, y que el acuerdo que se solicita es necesario para la materialización de lo acordado; es por lo que se somete el presente expediente a conocimiento de la Corporación, al objeto de que en su caso, se proponga al Pleno de este Ayuntamiento que acuerde ACEPTAR la reversión a este Ayuntamiento de los terrenos reseñados en la Resolución dictada con fecha 21 de diciembre de 2015, por la Consejería de Hacienda y Administración Pública de la Junta de Extremadura; y ello a fin de que por parte del Servicio de Patrimonio, se puedan realizar los trámites correspondientes a la formalización  registral de la reversión del inmueble, tal como se dispone expresamente en la resolución de reversión anteriormente reseñada.

Solicitando al Servicio de Patrimonio, si es posible, que en la descripción de los terrenos objeto de reversión, se haga constar la observación relativa a que “parte de los terrenos están ocupados por el parque existente en el fondo o lindero sur de la finca; y que en consecuencia la superficie útil de la finca es de 5372,09 m2 y la superficie ocupada por el parque de 602,05 m2; y ello al objeto de que dicha descripción coincida con la que actualmente deriva del Planeamiento vigente, tal como se señala en el informe emitido con fecha 30 de octubre de 2013, por el Jefe del Servicio de Urbanismo; procediendo, en caso contrario, posteriormente y una vez materializada la reversión a este Ayuntamiento, a realizar la modificación en la descripción de la finca que en su caso proceda.

 
Es todo cuanto tengo que informar, salvo superior y mejor criterio fundado en derecho al cual me remito.”
La Comisión tras breve debate, por unanimidad de sus miembros dictamina favorablemente la aceptación de la reversión a este Ayuntamiento de los terrenos reseñados en la Resolución dictada con fecha 21 de Diciembre de 2015 por la Consejería de Hacienda y Administración Pública, por la que se acuerda la reversión a este Ayuntamiento de 5975,04 metros cuadrados a segregar de la finca registral número 51019; según lo dispuesto por el Pleno de este Ayuntamiento en sesión celebrada con fecha 19 de diciembre de 2013, que dispuso declarar RESUELTA PARCIALMENTE LA MUTACIÓN DEMANIAL, disponiendo en consecuencia la REVERSIÓN AL AYUNTAMIENTO DE CACERES, de la parte de la finca registral 51019 cedida a favor de la Dirección General de Transportes de la Consejería de Infraestructuras y Desarrollo Tecnológico de la Junta de Extremadura para ampliación de los Servicios que presta la Estación de Autobuses de Cáceres y en concreto la ampliación del patio de dársena.
CONTRATACION
10º.-
Reglamento de Régimen interior de aparcamiento público de la Avenida Primo de Rivera de Cáceres


Se presenta a la Comisión para su dictamen la aprobación del Reglamento de Régimen interior de aparcamiento público de la Avenida Primo de Rivera de Cáceres, cuyo contenido literal es el siguiente:  
REGLAMENTO DE RÉGIMEN INTERIOR DEL APARCAMIENTO PÚBLICO MUNICIPAL DE USO MIXTO DE LA AVENIDA PRIMO DE RIVERA DE CACERES

TÍTULO I

PRELIMINAR

Artículo 1. Objeto. 

El presente Reglamento tiene por objeto regular las relaciones entre la sociedad concesionaria y los usuarios del aparcamiento, y definir el régimen de uso, disfrute, funcionamiento y mantenimiento de este aparcamiento de titularidad municipal, gestionado en régimen de concesión administrativa y sujeto a los términos de la concesión.

 Artículo 2. Disposiciones generales.

 1. Este Reglamento es de observación obligatoria para la Sociedad HERCE RIOSA, S.L.

2. Para sus empleados y también para los usuarios o cualquier otra persona que se pueda encontrar en el interior del aparcamiento, o en sus accesos.

3. Un ejemplar del presente Reglamento deberá acompañarse a todos los actos de cesión de derecho de uso de  plazas que se produzcan en el aparcamiento público objeto de regulación.

4. La sociedad concesionaria, HERCE RIOSA, S.L., velará por el cumplimiento de este Reglamento y pondrá en conocimiento del Ayuntamiento de Cáceres, como titular del aparcamiento, o de cualquier otra autoridad competente, la trasgresión del mismo o de cualquier otra normativa vigente de aplicación u observación. 

5. Los usuarios y otras personas que se puedan encontrar en el interior del aparcamiento o en sus accesos habrán de respetar y acatar las indicaciones que reciban de los empleados de la Sociedad HERCE RIOSA, S.L., destinadas a velar por el cumplimiento de este Reglamento y de cualquier otra disposición de la autoridad competente y de las que fuera necesario adoptar puntualmente para mantener un servicio público adecuado a las circunstancias.

TÍTULO II

CONDICIONES DE LA CESIÓN DEL USO DE LAS PLAZAS 

Artículo 3. Cesión de las plazas. 

Durante el período de 1 mes que se iniciará el día que se fije por la propia entidad, una vez aprobado este reglamento, y que será comunicado al Ayuntamiento de forma fehaciente, la entidad HERCE RIOSA, S.L. deberá ofertar la cesión de uso de las plazas de garaje a los residentes del área de influencia del parking, considerándose “área de influencia” la que se encuentra señalada en el mapa que como anexo número 1 se acompaña al presente reglamento.


Se entiende por residentes a los efectos de este reglamento:

A.- Las personas físicas con domicilio habitual dentro del “Área de Influencia” correspondiente. A estos efectos se entiende por domicilio habitual, aquél en el que figuren empadronados.

B.- Las personas físicas o jurídicas que ejerzan actividades profesionales, comerciales, industriales, mercantiles u otras análogas, en locales de negocio que se encuentren situados dentro de los límites del Área de Influencia del aparcamiento.

C.- Las personas físicas que ostenten la condición de trabajadores, cuyo centro de trabajo se encuentre situado dentro de los límites del Área de Influencia del aparcamiento.

El 2% del número de plazas de estacionamiento se reservarán para las personas físicas que tengan la condición de residentes en el Área de Influencia del aparcamiento, con discapacidad o movilidad reducida en el aparato locomotor, o para aquellas otras que, residiendo en el aérea de influencia, tengan a su cargo personas con discapacidad o movilidad reducida,

Artículo 4. Solicitudes.


Las solicitudes deberán dirigirse a la empresa HERCE RIOSA, S.L., debiendo acompañar a la misma el certificado de empadronamiento que acredite que el solicitante tiene su domicilio habitual dentro del Área de Influencia correspondiente, en el caso de las personas físicas.


En el caso de las personas jurídicas con negocios en el área de influencia, la acreditación de que el local de negocio en el que se ejerza la actividad profesional, comercial, industrial, mercantil u otra análoga, se halla dentro de esos límites se realizará mediante la aportación de copia de la licencia de apertura del local de negocio u otro documento en el que se acredite fehacientemente su ubicación.


En el caso de personas físicas que ostenten la condición de trabajadores con centro de trabajo en el área de influencia, deberá aportarse el contrato de trabajo que acredite que el solicitante tiene su centro de trabajo dentro del Área de Influencia correspondiente.

En el supuesto en que se opte a una plaza para personas con discapacidad o movilidad reducida, o con personas a su cargo con discapacidad o movilidad reducida, además de la documentación que corresponda, según lo indicado en los apartados anteriores, deberá aportarse certificado acreditativo del grado de discapacidad reconocido y movilidad reducida, de conformidad con lo establecido en el anexo 3 del Real Decreto 1971/1999, de 23 de diciembre.

La cesión de uso se hará por riguroso orden de presentación de las solicitudes, para lo cual a cada solicitud se le reseñará el día de presentación y se le asignará un número.

Artículo 5. Procedimiento para la adjudicación de las plazas.

La cesión de uso se hará por riguroso orden de presentación de las solicitudes.

Finalizado el plazo de 1 mes de presentación de solicitudes para los “residentes” en el área de influencia, se dará cuenta al Ayuntamiento del número de plazas que hayan sido cedidas a los mismos, acompañando copia de los contratos y de la documentación acreditativa de su condición de residentes, comunicación que se realizará dentro de los 30 días siguientes a la finalización del plazo del mes.

En el supuesto de que el número total de solicitudes presentadas por los residentes haya sido inferior al número de plazas ofertadas, desaparecerá el denominado “área de influencia”, pudiendo la entidad HERCE RIOSA, S.L. ofertar libremente las plazas. 

En cualquier caso, de los contratos de cesión que se vayan realizando por la entidad, se dará cumplida cuenta al Ayuntamiento cada seis meses.

Artículo 6. Cesión del Derecho de Uso.

1. La cesión del derecho de uso de las plazas de aparcamiento se formalizará en contrato otorgado por HERCE-RIOSA, S.L., cuya firma dará derecho al adjudicatario  a permanecer en el uso de su plaza hasta que finalice el plazo de concesión del aparcamiento.

2. En el documento de cesión figurará, al menos, lo siguiente: 

a.- Identidad completa del usuario, haciendo constar, en su caso, su condición de residente en el área de influencia. 

b.- Identificación de la plaza. 

c.- Plazo de la cesión. 

d.- Precio del derecho de uso de la plaza. 

e.- Obligaciones y derechos de los usuarios. 

3. La forma de abono del precio de la plaza deberá establecerse por la entidad HERCE-RIOSA, S.L. 

Simultáneamente a la firma del contrato, HERCE-RIOSA, S.L. facilitará al comprador del derecho de uso una copia de este Reglamento, en el que se contienen las normas reguladoras del derecho de uso de las plazas. 

A cada plaza de cesión de uso y por ende al titular del derecho, se le asignará una cuota de (1/351) a los efectos de la repercusión de los gastos de servicios y suministros, mantenimientos, cánones y tributos. 

Esta cuota (1/351) podrá variar en más o en menos, dependiendo del número de plazas de aparcamiento que resulten tras la finalización de la construcción. Las plazas de motocicletas, se poderarán, en su caso, por mitad.

Artículo 7. Determinación del precio de las plazas.

El precio de la cesión del derecho de uso de la plaza tipo ubicada en el sótano tercero del aparcamiento de la Avenida Primo de Rivera, cuya gestión corresponderá a HERCE-RIOSA, S.L., es de TRECE MIL SEISCIENTOS EUROS CON OCHENTA CÉNTIMOS, (13.600,80 euros), más IVA (al tipo vigente).

Este importe fue establecido mediante acuerdo plenario de fecha veintisiete de febrero de dos mil catorce, por el que se adjudicó la construcción y explotación de este Aparcamiento. 

Artículo 8.  Cesión del Derecho de Uso de las Plazas por el titular. 

1.- El cesionario, titular del derecho de uso, que desee cederlo, deberá comunicarlo fehacientemente a la entidad HERCE RIOSA, S.L., la cual dispondrá del plazo de 10 días naturales para ejercitar su derecho de adquisición preferente. 

De ejercitar tal derecho, caso de existir lista de espera de solicitantes, la entidad deberá ofrecerlas en primer lugar a aquellos que tuvieran la condición de residentes dentro del “área de influencia” del parking.

Caso de no existir “residentes” se podrá ofertar a cualquiera de los otros solicitantes.

En todo caso, siempre se respetará el orden de preferencia de entrada de la solicitud.

 El precio máximo se deberá calcular de conformidad con la formula que aparece en el artículo 9 del presente reglamento.

Si transcurridos los 10 días naturales, la entidad HERCE-RIOSA, S.L., no hubiera hecho uso del derecho de adquisición preferente, el usuario podrá ceder la plaza, para lo cual deberá:

· Estar al corriente de pago de la contraprestación y de su contribución mensual a los gastos de mantenimiento del parking.

· Calcular el precio máximo de la cesión del derecho de uso con arreglo a la fórmula que se reseña en el artículo 9 de este reglamento.

En todo caso, esta cesión del usuario deberá realizarse bajo la supervisión de HERCE-RIOSA, S.L., a los fines de comprobar el cumplimiento de las condiciones de este reglamento. 

2. El cesionario de las plazas podrá transmitirla libremente mediante testamento o donación a favor de ascendientes o descendientes en primer grado de consanguinidad, o a favor del cónyuge o pareja de hecho, siempre que éstos cumplan los requisitos para la adjudicación de las plazas contemplados en el presente Reglamento.
Artículo 9. Fórmula de reducción de los precios.

Los precios del derecho de uso de las plazas de estacionamiento, desde la fecha de la puesta en servicio hasta el final de ese derecho, disminuirán linealmente en función de los años transcurridos y se revalorizarán anualmente en función de las variaciones que sufra el IPC General, de acuerdo con la siguiente fórmula:

F.R = (Precio inicial de cesión de uso) x (n-a/n)) x IPCa

F.R = Fórmula de reducción.

P.i.c.u = Cantidad establecido en la Cláusula octava.

n = Duración total de la concesión del derecho de uso (40 años).

a = Años transcurridos desde el inicio de la concesión.

IPCa = Índice de Precios al Consumo acumulado desde el inicio de la explotación del aparcamiento.

Artículo 10. Causas de extinción de las cesiones. 

Las causas de extinción de la extinción de las cesiones del derecho de uso de las plazas de aparcamiento reguladas en el presente Reglamento, se rigen por las normas comunes que rigen las causas de extinción de los contratos.

Caso de darse alguna causa de extinción de la cesión y de iniciarse los trámites de ruptura de la relación contractual entre el usuario y la entidad HERCE-RIOSA,S.L., esta dara cuenta inmediata de tal circunstancia al Ayuntamiento de Cáceres, haciendo constar de forma fehaciente las razones que hayan llevado a la toma de tal decisión.

TITULO III

NORMAS REGULADORAS DEL USO DEL APARCAMIENTO 
Artículo 11.- Uso del Parking.

De conformidad con el pliego de condiciones técnicas, se destinará como mínimo el 30 por 100 de las plazas existentes en el parking a uso rotacional. 

En estos casos de uso rotacional, las tarifas que se apliquen no superarán las máximas autorizadas por el Ayuntamiento de Cáceres para este aparcamiento público de concesión municipal de uso mixto y rotacional. 

Se podrán establecer:

a.- Abono anual, mensual semanal, diurno y nocturno. 

b.- Uso público indiscriminado. 


O cualquier otra fórmula ajustada a derecho.

Siempre que el número de plazas lo permita, La zona del aparcamiento que HERCE-RIOSA, S.L. dedique a uso rotacional, deberá estar separada físicamente de la zona destinada a los residentes. 

Artículo 12. Derechos de los Usuarios. 

Todo usuario una vez en el interior del aparcamiento, tendrá derecho a: 

a.- Ocupar la plaza de aparcamiento que deberá estar en las debidas condiciones de uso.

b.- Usar las instalaciones comunes del mismo dispuestas para tal fin, accesos peatonales, ascensores y servicios. 

c.-  Recibir un trato esmerado y educado por parte del personal del aparcamiento. 

d.- Disponer de Hojas de Reclamaciones y otras Hojas de Incidencias, debidamente reglamentadas, donde poder expresar aquellos aspectos del aparcamiento o de su gestión que no consideren adecuados, que hayan menoscabado sus derechos de uso, que consideren que contravienen este Reglamento o cualquier otra consideración que crean oportuno reseñar. 

Artículo 13.- Obligaciones de los usuarios. 

Por el mero hecho de acceder al interior del aparcamiento, todo usuario tendrá las siguientes obligaciones: 

a.- Estacionar su vehículo en su plaza, ya sea coche, furgoneta o motocicletas, quedando expresamente prohibido destinar la plaza a otro uso.

b.- Respetar el sentido de la marcha dentro del estacionamiento, utilizando la puerta de entrada y salida en la forma establecida y en general, respetando la señalización interior del aparcamiento.

c.- No causar daños a otros vehículos o a las dependencias e instalaciones del propio aparcamiento. En cualquier caso, será responsable de los daños que pudiera producir por el uso de las instalaciones. 

d.- Seguir las instrucciones emanadas del personal del aparcamiento o, en su caso, de las indicaciones escritas en el mismo expuestas, en beneficio de la buena marcha del servicio y de su normal explotación. 

e.- Depositar los desperdicios en los contenedores instalados al efecto. 

f.- No realizar labores de mantenimiento de los vehículos ni el depósito de objetos dentro del aparcamiento. 

g.- Destinar las plazas de aparcamiento a dicho fin, absteniéndose de realizar actividades molestas, insalubres, nocivas o peligrosas. 

h.- Abonar, con carácter mensual, las tarifas de mantenimiento del servicio, que al efecto se fijen, y cumplir en general las obligaciones de carácter económico que puedan surgir en la vida de la concesión.


A estos efectos, se consideran gastos de mantenimiento, sostenimiento y otros, a satisfacer por el usuario:

Los incluidos en la cuota mensual fija, que incluye: los consumos de energía eléctrica, de agua, el mantenimiento de las instalaciones (red de conducción de electricidad normal y de emergencias, el sistema de detección de incendios, el sistema de detección de CO2 y de extracción, puertas y equipos de entrada y salida, de la fontanería, la limpieza general en general del aparcamiento, servicio de vigilancia, la prima a satisfacer por el seguro de daños y responsabilidad frente a terceros, canon a satisfacer al Ayuntamiento por la Concesionaria, los tributos locales (paso de carruajes, recogida de basura, vados, IBI)), y los servicios generales del aparcamiento. 

Quedan expresamente excluidos de la cuota mensual fija, aquellos tributos que graven la titularidad del derecho de uso del aparcamiento que serán satisfechos directamente por el usuario o repercutidos a éste por HERCE-RIOSA en documento aparte. 

Aquellos que, en general, se originen como consecuencia del sostenimiento de los elementos comunes del aparcamiento cualquiera que fuera su naturaleza, que no estén contemplados en los apartados anteriores, tales como pintura, capa de rodadura, reparaciones de obra civil en estructura y accesos de peatones y vehículos etc., HERCE-RIOSA repercutirá a los usuarios el coste proporcional de los trabajos en función de su cuota.

Se consideran elementos comunes del aparcamiento, a los solos efectos de este documento, los siguientes: 

1. Los accesos de entradas y salidas del aparcamiento. 

2. El suelo, vuelo, cimentaciones, pasos, muros, fosos, rampas, escaleras, pasillos, cubiertas, canalizaciones y servidumbres. 

3. Las instalaciones de agua, electricidad, ventilación y demás instalaciones, automatismos y controles propios del parking. 

4. Las dependencias y espacios destinados a servicios comunes. 

En general se consideran elementos comunes, a los solos efectos de este documento, todos aquellos que constituyen el edificio donde se ubica, incluidas todas las instalaciones existentes con que cuenta, con exclusión hecha de las plazas de cada uno de los usuarios que constituyen

 I.- Sobre la plaza de aparcamiento no podrán realizarse obras o instalación de elementos que modifiquen su configuración, distribución, instalaciones, servicios o diseño de proyecto, así como cerramientos de cualquier tipo, protectores de plaza ni alteraciones de las marcas y señalización que pudieran tener. 

J.- Las plazas de aparcamiento no podrán modificarse dividiéndolas para obtener 2 o más plazas o agrupando varias de ellas para formar una plaza nueva. 

Artículo 14. Obligaciones de HERCE RIOSA, S.L.

HERCE RIOSA, S.L. está obligada a: 

a.- Prestar el servicio en condiciones de absoluta normalidad, de manera continuada e ininterrumpida y con las debidas condiciones de seguridad y eficacia, evitando al usuario cualquier incomodidad, peligro o demora. 

b.- Mantener y conservar en perfecto estado de funcionamiento el aparcamiento con todas sus instalaciones y servicios. 

c.- Indicar, de manera fácilmente perceptible, los horarios y las normas de uso y funcionamiento del aparcamiento. 

d.- Velar por la seguridad de las instalaciones del aparcamiento. 

e.- Vigilar e impedir, adoptando las medidas que estime oportunas, el estacionamiento indebido de vehículos en aquellas zonas no establecidas como dársenas. 

g.- Informar al Ayuntamiento tanto en lo relativo a la cesión de uso de plazas, como en lo supuestos de ruptura por causa común de extinción de los contratos en los términos y plazos antedichos y, en todo caso, cuando se produzca un hecho de especial relevancia o gravedad ya sea por un uso normal o anormal del funcionamiento del parking.

h.- Tener contratados los oportunos seguros para el mantenimiento y conservación de las instalaciones, así como el correspondiente de responsabilidad civil 

Articulo 15. Señalización interior y exterior. 

1.- HERCE RIOSA, S.L., establecerá la señalización viaria, horizontal y vertical, más adecuada al aparcamiento y circulación interiores, debiendo acomodarse en la medida de lo posible a las normas generales de tráfico.

2. Previa petición razonada de HERCE RIOSA, S.L., y mediando informe favorable de los Servicios Técnicos del Ayuntamiento de Cáceres y de la Policía Municipal se podrán retirar del interior del estacionamiento aquellos vehículos que interfieran gravemente el uso normal del estacionamiento y/o supongan un riesgo para el mismo. 


A estos efectos, los pasillos de circulación interior tendrán, por el hecho de estar en suelo de dominio público, la consideración de vía pública a los efectos de estacionamiento indebido. 

3. Dentro del aparcamiento y en sus accesos el usuario deberá respetar estrictamente la normativa existente y, en todo caso, prevalecerán las indicaciones que efectúen los empleados del aparcamiento. 

4. La velocidad máxima de circulación en el interior del aparcamiento y en sus rampas de acceso será de 10 Km./h. 

5. En caso de avería, el usuario tendrá que comunicarlo a los empleados del aparcamiento y seguir las instrucciones que le sean indicadas, en caso de que el vehículo entorpezca la circulación normal. 

Artículo 16.- Prestación del Servicio. 

1.- El gobierno y gestión del aparcamiento corresponde a HERCE-RIOSA, S.L. o entidad que pudiera sustituirla en los términos recogidos en los pliegos de condiciones técnicas y administrativas que rigen la concesión.


La entidad indicada, por tanto:

a) Podrá contratar y despedir al personal que presta su servicio en el aparcamiento.

b) Satisfacer los tributos que se devenguen como titular de la concesión y de aquellas cantidades quie se originen por los gastos de reparación, conservación y mantenimiento del parking, sin perjuicio de que se puedan repercutir proporcionalmente en el usuario de cada plaza

2-. El aparcamiento estará en servicio de forma ininterrumpida las veinticuatro (24) horas del día, incluso domingos y festivos, sin que pueda cerrarse al público salvo por razones justificadas y por el tiempo estrictamente imprescindible. 

3. Podrá instalarse publicidad estática y/o visual, rótulos y anuncios de toda clase, incluso luminosos, y de máquinas expendedoras, siempre y cuando su ubicación no restrinja el acceso de los usuarios al aparcamiento, tanto de entrada como de salida. 

4.- HERCE RIOSA, S.L., se reserva para sí la facultad de destinar la superficie correspondiente a una o varias plazas de garaje para cualquier actividad diferente del estacionamiento de vehículos, pudiendo instalarse en el espacio individualizado formado por dicha superficie, establecimientos o negocios de distinta naturaleza y del género o actividad que entiendan por conveniente, (limpieza de vehículos, servicios del automóvil, etc.), sin menoscabar o impedir la utilización por los usuarios de las restantes plazas del aparcamiento, el destino de las mismas a aparcamiento de vehículos automóviles, usando las zonas comunes de acceso, maniobra y circulación.

TÍTULO IV

INSPECCIÓN

Artículo 17. Inspección y Funcionamiento del Servicio.

1. Las posibles indemnizaciones a terceros por los daños que pueda producir el funcionamiento del servicio, por causa imputada judicialmente a HERCE RIOSA, S.L., o al personal a su servicio, serán asumidas por HERCE RIOSA, S.L., con absoluta indemnidad para el Ayuntamiento, excepto en el supuesto de que la responsabilidad dimanara del cumplimiento de una orden directa y escrita de la Administración Municipal. 

2. HERCE RIOSA, S.L., velará por el buen orden del servicio, y dictará y arbitrará las instrucciones necesarias y solicitará la aprobación del Ayuntamiento de Cáceres cuando las medidas a tomar así lo requieran. 

TITULO V

DISPOSICIÓN FINAL

De conformidad con lo establecido en el artículo 49 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, la publicación y entrada en vigor del presente Reglamento se producirá de la siguiente forma:

- El acuerdo de aprobación definitiva y el texto íntegro del Reglamento se publicarán en el Boletín Oficial de la Provincia.

- El Reglamento no entrará en vigor hasta quince días después de su íntegra publicación en el Boletín Oficial de la Provincia.

En Cáceres, a __ de ___ de 20__ 

REUNIDOS
(I) De una parte, D. _________, mayor de edad, con domicilio profesional a estos efectos en Soria, Calle Caballeros nº 12, y DNI vigente número ___________ como apoderado de la sociedad “HERCE-RIOSA, S.L", domiciliada en Soria, Calle Caballeros nº 12, con C.I.F. número B-42208819; constituida, por tiempo indefinido, en escritura autorizada por el Notario Don Federico Ortells Pérez, el día 1 de abril del 2.014, con el número 219 de protocolo e INSCRITA en el Registro Mercantil de Soria, al tomo 198, folio 29, libro 147, hoja número SO-3589, inscripción lª, (en adelante, “EL CONCESIONARIO”). 

Actúa en virtud de poder especial otorgado el día 11 de septiembre de 2014 ante el Notario de Soria D. Federico Ortells Pérez, bajo el número 580 de protocolo. 
(II) De otra parte, DON/DOÑA _______, mayor de edad, provisto de D.N.I número _____________ y vecino de __________, con domicilio en __________ (en adelante el “EL CLIENTE”). 

El CONCESIONARIO y EL CLIENTE se definirán conjuntamente como las “Partes”. 

EXPONEN
I.- Que EL CONCESIONARIO ha resultado adjudicatario de la concesión de obra pública de construcción y explotación de un aparcamiento público subterráneo en la Avenida de Primo de Rivera de Cáceres, por parte del Excmo. Ayuntamiento de Cáceres. (Expte. O.P. 02/2011). 
II.- Que en el marco de la concesión, y tras la ejecución del proyecto, resultarán una serie de plazas de aparcamiento que serán objeto de cesión a residentes, por tiempo de 40 años, en las condiciones aprobadas por el Excmo. Ayuntamiento de Cáceres. 
III.- Que EL CLIENTE y EL CONCESIONARIO están interesados en suscribir el presente contrato de cesión de uso, de acuerdo con las siguientes: 
CLÁUSULAS
PRIMERA.- EL CONCESIONARIO cede al CLIENTE, que acepta, el derecho de uso temporal, individualizado y exclusivo de una plaza de aparcamiento ubicada en el sótano tercero del aparcamiento sito en la Avenida Primo de Rivera de Cáceres, por plazo de CUARENTA AÑOS (40) a contar desde la autorización municipal de apertura del aparcamiento al uso público, momento en el que se entregará la posesión AL CLIENTE. 
Se acompaña y queda unido al presente contrato como ANEXO 1 un plano de planta general del aparcamiento, en el cual está grafiada la situación y emplazamiento de la plaza asignada con el nº ___. 
El plazo de finalización de las obras de aparcamiento y autorización de apertura está prevista para el mes de ___ de 2016, momento en el que el CONCESIONARIO comunicará al CLIENTE la puesta a disposición de la plaza de aparcamiento y suscribirán el acta de entrega según el modelo que se recoge en el ANEXO 2. 
SEGUNDA.- Como contraprestación a la cesión del uso y disfrute de la plaza de aparcamiento, el CLIENTE deberá abonar al CONCESIONARIO la cantidad de TRECE MIL SEISCIENTOS EUROS CON OCHENTA CENTIMOS (13.600,80 €.-) más IVA (al tipo vigente), que deberá ser satisfecha en la forma establecida en el ANEXO 3. 
TERCERA.- Al margen de la contraprestación, el CLIENTE deberá contribuir, desde la puesta en servicio del aparcamiento, a la cuota de mantenimiento del aparcamiento, para lo que se le asignará una cuota de una trescientos cincuenta y una ava parte (1/351)1, cuota que incluirá los tributos, canon, seguros, reparaciones, mantenimiento y cualquier gastos por servicios y suministros del aparcamiento. 
1 1 La cuota que previsiblemente se establece en 1/351 ava parte podrá variar, en más o en menos, en función del número final de plazas de aparcamiento que resulten tras la finalización de la construcción. En caso de existir plazas de motocicleta se ponderará por mitad. 
En el momento del inicio de explotación del aparcamiento se repercutirá al CLIENTE la cantidad de ___ euros mensuales, en concepto de “entrega a cuenta mantenimiento” hasta que se proceda a la aprobación del primer presupuesto por parte del CONCESIONARIO. 
Serán de cuenta del CLIENTE todos los tributos, gravámenes y gastos de cualquier tipo que se devenguen por el presente contrato. 
CUARTA.- El CONCESIONARIO podrá resolver el contrato y rescatar la plaza, sin derecho alguno por parte del CLIENTE a que le sean restituidas las cantidades aportadas con anterioridad, fueran estas de la naturaleza que fueran, en los siguientes casos: 
1º.- Si el CLIENTE impaga cualquiera de los pagos comprometidos en la cláusula SEGUNDA. 
2º.- Si el CLIENTE impaga la cuota mensual de mantenimiento por tres o mas meses, consecutivos o alternos. 
3º.- Si el CLIENTE no satisface otros pagos a los que estuviera obligado que asciendan, acumulados o separadamente, a la cantidad de tres mensualidades de la cuota de mantenimiento. 
QUINTA.- El CLIENTE podrá ceder el derecho de uso a cualquier tercero, siempre y cuando se cumpla con todos y cada uno de los siguientes requisitos: 
1º.- Que el CLIENTE comunique fehacientemente al CONCESIONARIO su voluntad de ceder el derecho de uso y las condiciones esenciales de la venta (precio, comprador, forma de pago) para lo que el CONCESIONARIO dispondrá del término de 10 días naturales para ejercitar un derecho de adquisición preferente. En el caso de no recibir el CLIENTE comunicación alguna del CONCESIONARIO, dentro del plazo indicado, se entenderá que renuncia al derecho de adquisición preferente. 
2º.- Que el aparcamiento se encuentre en explotación. 
3º.- Que el CLIENTE se encuentre al corriente en el pago de la contraprestación y su de su contribución mensual a los gastos de mantenimiento. 
4º.- Que el precio MAXIMO de la cesión del derecho de uso se establezca de conformidad con la siguiente fórmula: 
F.R = ((P.i.c.u.) x (n-a)/n))x IPCa 

F.R = Fórmula de reducción 

P.i.c.u = cantidad establecida en la Cláusula segunda 

n = duración total de la concesión del derecho de uso. 40 años. 

a = años transcurridos desde el inicio de la concesión. 

IPCa = Índice de Precios al Consumo acumulado desde el inicio de la explotación del aparcamiento. 
5º.- Que se notifique al CONCESIONARIO, de forma fehaciente, la cesión del derecho. 
SEXTA.- El presente contrato se regirá por lo establecido en el Pliego de Condiciones Administrativas de la Concesión, por lo dispuesto en el presente contrato y lo establecido en el reglamento de régimen interior que se acompaña como ANEXO 4 y que el CLIENTE declara conocer y aceptar. 
SEPTIMA.- Al margen de las coberturas derivadas de los seguros contratados, El CONCESIONARIO no se responsabiliza de los posibles accidentes y daños que sufran las personas vehículos y otros enseres que se encuentren en el aparcamiento, declinando dicha responsabilidad, incluso en el caso de incendio o sustracción del vehículo o pertenencias. 
OCTAVA.- El CONCESIONARIO podrá ceder a un tercero la Concesión Administrativa siempre que la misma sea autorizada por el Ayuntamiento en los términos permitidos en los Pliegos, el Reglamento de Régimen interior, el contrato y la Legislación aplicable. En tal caso, el nuevo concesionario quedará subrogado en los derechos y obligaciones derivados del presente contrato. 
NOVENA.- En cuantas divergencias pudieran surgir referidas a la interpretación o aplicación del presente contrato, las partes se someten a la competencia de los Juzgados y Tribunales de Cáceres capital, con renuncia expresa a cualquier otro fuero que, en su caso, pudiera corresponderles. 
DECIMA.- De conformidad con la Ley Orgánica de Protección de Datos de Carácter Personal 15/1999 de 13 de diciembre y el Reglamento de Medidas de Seguridad, los datos anteriores serán incorporados a un fichero informatizado propiedad de HERCE-RIOSA, S.L para su tratamiento de acuerdo con las necesidades derivadas del presente contrato. 
Y en prueba de conformidad, suscriben el presente contrato, por duplicado y a un solo efecto en la fecha y lugar indicados en el encabezamiento. 

EL CLIENTE                                                                                     EL CONCESIONARIO
El Informe emitido por la Secretaría General sobre la aprobación del Reglamento de Régimen Interior de aparcamiento público en la Avda. Primo de Rivera, dice literalmente: 
              “Mediante escrito de fecha de entrada en este Ayuntamiento el día dos de diciembre de dos mil quince, D. Javier Díaz Sánchez Bravo, en nombre y representación de la sociedad HERCE-RIOSA, S.L., adjudicataria del contrato de concesión de la obra pública de construcción y explotación del aparcamiento público subterráneo de la Avenida Primo de Rivera, formalizado el día tres de junio de dos mil catorce, presenta en este Ayuntamiento borradores de Reglamento de uso de las plazas de residentes y de contrato de cesión de uso de estas plazas de estacionamiento.    

Analizados ambos documentos, se ha redactado Reglamento de Régimen Interior para regular las relaciones entre la sociedad concesionaria y los usuarios del aparcamiento, y definir el régimen de uso, disfrute, funcionamiento y mantenimiento de este aparcamiento de titularidad municipal, gestionado en régimen de concesión administrativa y sujeto a los términos de la concesión.

Este Reglamento viene a ampliar el contenido del borrador redactado por la empresa concesionaria, regulando no sólo el uso de las plazas de residentes, sino también el de las plazas de rotación, y definiendo las normas de cesión de uso y transmisión de las plazas de residentes. Normas que deberán observarse en el contrato que se formalice entre la entidad concesionaria del aparcamiento y el cesionario de la plaza de aparcamiento.  

Consideraciones

Conforme establece el artículo 4.1  de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, el Municipio, en su calidad de Administración Pública de carácter territorial y dentro del ámbito de sus competencias, ostenta una serie de potestades o facultades, entre la que se encuentra la potestad reglamentaria, o lo que es lo mismo, la capacidad de dictar normas jurídicas de carácter general y de valor subordinado a la Ley.

Por su parte, el artículo 84.1 de la LBRL, establece que “las Corporaciones locales pueden intervenir la actividad de los ciudadanos a través de los siguientes medios: a) Ordenanzas y Bandos…”, y el artículo 55 del texto refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de Régimen Local, aprobado por Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, señala “en la esfera de su competencia, las Entidades Locales podrán aprobar Ordenanzas y Reglamentos y los Alcaldes dictar Bandos. En ningún caso contendrán preceptos opuestos a las leyes”.
A pesar de la identificación entre Reglamento y Ordenanzas, suele reservarse el término de Ordenanzas para las disposiciones de carácter general de los entes locales que éstos dictan en ejercicio de su potestad de policía, reservándose el nombre de Reglamentos para las disposiciones dictadas en el ámbito de la actividad de servicio público, o de la potestad organizatoria. 

Centrándonos en el ámbito de la actividad de servicio público, el término Reglamento hace referencia a aquellas normas internas que tienen como finalidad la regulación de los servicios municipales, aunque de ello resulten derechos y obligaciones para con los administrados.

En el caso que nos ocupa, la materia objeto de regulación, entraría dentro del ámbito de la actividad de servicio público, en concreto, del servicio de estacionamiento de vehículos en un aparcamiento público de titularidad municipal, y, por tanto, debe ser objeto del correspondiente Reglamento.

En cuanto a la competencia municipal para intervenir en esta materia, viene definida en el artículo 25.2 de la LBRL, “el Municipio ejercerá en todo caso como competencias propias, en los términos de la legislación del Estado y de las Comunidades Autónomas, en las siguientes materias: g) Tráfico, estacionamiento de vehículos y movilidad…”.

Por lo que se refiere al procedimiento de aprobación, se encuentra regulado en la Ley 7/1985, de 2 de abril, y en el Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril.

El artículo 49 de la LBRL establece:

- Aprobación inicial por el Pleno. El acuerdo de aprobación deberá publicarse en el Boletín Oficial de la Provincia.

- Información Pública y audiencia de los interesados por un plazo mínimo de treinta días para la presentación de reclamaciones y sugerencias.

- Resolución de todas las reclamaciones y sugerencias presentadas dentro del plazo y aprobación definitiva por el Pleno.

En el caso de que no se hubiere presentado ninguna reclamación o sugerencia se entenderá definitivamente adoptado el acuerdo hasta entonces provisional.

Su aprobación, corresponderá al Pleno de la Corporación, conforme establece el artículo 22.2.d) de la Ley 7/1985, de 2 de abril.

El Reglamento entrará en vigor una vez transcurrido el plazo de quince días hábiles desde su íntegra publicación en el Boletín Oficial de la Provincia de Cáceres (art. 70.2 LBRL).

Conclusiones

Por todo ello, procedería proponer al Pleno de la Corporación que, previo Dictamen de la Comisión Informativa de Urbanismo y Contratación, aprobara inicialmente el Reglamento de Régimen Interior del aparcamiento público subterráneo de la Avenida Primo de Rivera de Cáceres, que será sometido a información Pública y audiencia de los interesados por un plazo mínimo de treinta días para la presentación de reclamaciones y sugerencias.

En este plazo se promoverá, asimismo, la participación de los ciudadanos, a través del correspondiente proceso participativo, que se desarrollará, conforme a lo establecido en el artículo 59 del Reglamento de Participación Ciudadana y de los Distritos del Ayuntamiento de Cáceres. 

En el caso de que no se hubiere presentado ninguna reclamación o sugerencia se entenderá definitivamente adoptado el acuerdo hasta entonces provisional.”
El Sr. Hurtado, del Grupo Socialista, solicita que conste en acta que su grupo mantiene su opinión contraria a este proyecto de Parking, pero que al tratarse de una cuestión puramente técnica van a votar a favor. 
La COMISIÓN, tras breve debate, por cinco votos a favor de los tres miembros del Grupo Popular y de los dos del grupo socialista, y la abstención del vocal de Cáceres Eres Tú, da su conformidad al informe trascrito y dictamina favorablemente el Reglamento de Régimen interior de aparcamiento público de la Avenida Primo de Rivera de Cáceres.
ACTIVIDADES
11º.-
Comunicación Ambiental para inicio de actividad del Área de recreo y esparcimiento denominada Guadipark en el embalse Guadiloba.
Se trae a la Comisión para su dictamen el expediente tramitado en la Sección de Actividades (Nº EXP. ACT.77/2001) relativo al Área de recreo y esparcimiento sito en el Embalse del Guadiloba tramitado a instancias de Salud Mental Inserta, S.L. Por la Jefa de la Sección de Actividades se ha emitido el siguiente informe jurídico: 
“Vista la solicitud presentada por Salud Mental Inserta, S.L  para inicio de actividad en el Área de Recreo y Esparcimiento denominada “ Guadipark”, asi como el proyecto de legalización de Obras y visto el expediente de apertura de las Instalaciones existente en la Sección de Actividades se informa lo siguiente :

Mediante oficio del Secretario General  del Ayuntamiento de Cáceres, de fecha 1 de marzo de 2001, se comunica a la Sección de actividades la aprobación del proyecto de obras del Area de Recreo y Esparcimiento en el Embalse del Guadiloba.

Con fecha 14 de marzo de 2001, Canal de Isabel II solicita la preceptiva licencia de apertura para el ejercicio de actividad en estas instalaciones. A la vista de la documentación presentada se inició el correspondiente expediente administrativo con arreglo al entonces vigente Reglamento de Actividades Molestas, Insalubres, Nocivas y Peligrosas de 30 de noviembre de 1961,concediéndose la preceptiva licencia municipal de Instalación y apertura por Resolución de la Alcaldía de fecha 22 de mayo de 2007.

Una vez concedida la licencia municipal de instalación y apertura, el citado reglamento en su art, 34 que una vez concedida la licencia  de una actividad clasificad, no puede comenzar a ejercerse la misma sin que antes se gire la oportuna visita de comprobación por el funcionario técnico competente, no solo por la actividad de que se trate, sino también por la naturaleza del daño que pueda causarse. De lo que resulta, con toda evidencia, que si el resultado de dicha visita es negativo, no puede comenzar a ejercerse la actividad en tanto no se adecue a las condiciones que figuran en el proyecto y en la licencia de instalación y apertura.


A la vista del citado precepto se giró visita por técnicos municipales, los cuales observaron deficiencias en las instalaciones puesto que no adaptaban al proyecto técnico, llevándose a cabo obras no amparadas por licencia municipal alguna. Tales deficiencias se pusieron en conocimiento del titular de las instalaciones en ese momento, el Canal de Isabel II, concediéndose el plazo de un mes para su subsanación. De todas las deficiencias observadas  y de las modificaciones encontradas se pueden distinguir dos grupos:

· Se han producido cambios en las piscinas, zonas deportivas, aparcamientos, juegos de niños y, en general, en todos los elementos exteriores.

· El edificio principal se ha ampliado tanto en la zona de restaurante, como de cocinas, a la vez que se han cubierto algunas terrazas exteriores.

De conformidad con el informe técnico emitido al respecto las instalaciones originales que cuentan con licencia de apertura se realizaron cumpliendo la normativa del PGOU entonces vigente, concretamente la modificación puntual del documento que se aprobó previamente. En estas circunstancias, con la entrada en vigor del vigente PGM, las instalaciones originales quedarían en situación de fuera de ordenación relativa o parcialmente incompatible, donde se permiten cierto tipo de obras pero nunca las de ampliación de la superficie edificada, según el art. 2.4.4. del PGM.

Pero sin embargo desde el punto de vista urbanístico las ampliaciones realizadas en el edificio principal no son legalizables.

De tales deficiencias se dio traslado al Canal de Isabel II , concediéndole el plazo de un mes para su subsanación. Sin embargo , la  empresa lejos de subsanar las deficiencias de las que adolece la edificación, presenta escrito con fecha 30 de marzo de 2012, manifestando que en ese momento no ostenta titularidad ni derecho alguno sobre el Area de Recreo y Esparcimiento sito en el Embalse del Guadiloba y en consecuencia se de de baja la licencia de instalación y apertura concedida. A la vista de citado escrito se dictó Resolución de la Alcaldía declarando concluso el procedimiento iniciado a petición del interesado para la apertura de las instalaciones.

Actualmente, la Sociedad Salud  Mental Inserta, S.L, pretende hacer uso de las instalaciones para lo cual deberá:

1.- Primero solicitar la preceptiva licencia municipal para legalizar las obras realizadas no previstas ni amparadas por el acuerdo del Excmo. Ayuntamiento Pleno  y por la Licencia de Instalación y Apertura, presentando el correspondiente proyecto técnico y demolición de las ampliaciones llevadas a cabo y no legalizables.

2.- Una vez obtenida la licencia la licencia urbanística y realizadas las obras necesarias para el acondicionamiento de las instalaciones, solicitar la preceptiva Comunicación Ambiental para el inicio de la actividad.

Es cuanto tengo que informar salvo superior y mejor criterio fundado en derecho al cual me remito.”
El Sr. Hurtado, del grupo socialista, solicita que el asunto sea dejado sobre la mesa hasta que sean aclaradas algunas cuestiones, tales como la titularidad del concesionario,  puesto que tenía entendido que había sido adjudicada a una asociación sin ánimo de lucro, y pregunta si es que ha habido algún cambio de titularidad a una empresa. En segundo lugar, solicita que se aclaren las obras realizadas y los problemas urbanísticos puesto que en el proceso de contratación no se pusieron de manifiesto.
El Sr. Pacheco se suma a la propuesta del grupo socialista y dice que se pedirán nuevos informes a distintas secciones para aclarar ambas cuestiones. 

La COMISIÓN, por unanimidad, decide dejar el asunto sobre la mesa hasta que sean aclaradas estas cuestiones sobre la titularidad y posibilidad de legalización de las obras realizadas. 

OTROS ASUNTOS
12º.- Presentación de Propuestas de estudio para modificaciones puntuales al Plan General Municipal.

El Sr. Presidente de esta Comisión, hace entrega del documento base de propuestas de estudio para modificaciones puntuales del Plan General Municipal al resto de grupos políticos. Para su elaboración se han tenido en consideración cuestiones planteadas por los distintos Colegios Profesionales con los que se ha tenido reuniones, así como informes de técnicos municipales. El Sr. Presidente explica que es un documento abierto puesto que se esperan más aportaciones de Colegios Profesionales, teniendo pendientes reuniones con algunos de ellos, y solicita al resto de grupos que realicen sus aportaciones. El contenido de dicho documento es el siguiente:

“PROPUESTA DE MODIFICACIONES PUNTUALES AL PLAN GENERAL MUNICIPAL DE CACERES Y MEJORAS DEL FUNCIONAMIENTO DEL SERVICIO. 

PROPUESTAS DE MODIFICACIONES AL PGM.

Con carácter general, sin entrar en detalles sobre una regulación concreta, se hace un resumen de las cuestiones más controvertidas surgidas en la aplicación del PGM, así como de cuestiones demandadas por los administrados que pueden mejorar la aplicación del documento y fomentar la actividad económica con total respeto a la normativa urbanística, haciéndola más cercana al ciudadano. Asimismo, se hace referencia a posibles modificaciones en el ámbito del Plan Especial demandadas por los profesionales y usuarios, así como a actuaciones en materia de organización administrativa que pueden mejorar la eficacia de la actuación administrativa. 

SUELO NO URBANIZABLE

Revisión de usos permitidos en suelo no urbanizable. 

Cáceres tiene el término municipal más grande de España con un 94% de su superficie de suelo no urbanizable protegido, calificado como SNU de protección ambiental. Estas protecciones limitan la implantación de usos. En parte de este suelo no urbanizable de protección ambiental además hay zonas que cuentan con una doble protección por la calificación de ZEPA (zona de especial protección de aves), las cuales tienen una regulación propia para ese tipo de suelo. Los PRUG (plan rector de uso y gestión de las ZEPA) de aplicación establecen que el planeamiento municipal que se apruebe con posterioridad a su entrada en vigor deben ajustarse a su contenido, y para los que no se adecúan a ellos, que deberán ser revisados de oficio. 

El PGM entra en contradicción, llegando a ser más restrictivo aún, en algunos aspectos, con los PRUG (plan rector de uso y gestión) de las ZEPAS, por lo que parece conveniente realizar un estudio sobre la necesidad de revisión de la adecuación del PGM a los contenidos del PRUG. 

Asimismo, se considera conveniente el estudio de la viabilidad de implantación de más usos en el suelo no urbanizable, estudiando las distintas calificaciones de protección, así como en el suelo no urbanizable común, al objeto de hacer menos restrictivo la implantación de usos que pueden ser perfectamente compatibles con el medio ambiente, así como la revisión de parámetros como el de parcelas mínimas a efectos de segregación y usos, edificabilidad permitida, condiciones edificatorias, etc, y en concreto de las limitaciones a los usos residenciales que se pueden implantar, siempre que medioambientalmente sean viables. 

Finalmente, se considera necesario adaptar el contenido del PGM a la normativa sectorial medioambiental para evitar que el planeamiento municipal sea más restrictivo que la legislación sectorial específica. A modo de ejemplo, el régimen de distancias a casco urbano. 

SUELO URBANO

En el suelo urbano, las principales demandas se encaminan a la regulación de los usos permitidos en las distintas normas zonales. 

Revisión condiciones edificatorias particulares en usos comercial y oficinas para locales existentes (Artículo 4.5.4 y 4.5.5. PGM) 

· Alturas mínimas libre, usos en doblados y semisótanos, almacenamiento, plantas, etc. 

Revisión usos recreativos (puede conllevar modificación Ordenanza de Protección del Medio Ambiente en materia de ruidos y vibraciones OMPMARV. Revisión condiciones particulares (Articulo 4.5.7 PGM)  

· Modificación de condiciones particulares usos recreativos. Reducción o eliminación de superficies mínimas de actividades recreativas. 4.5.7.e) Alturas. 4.5.7.g). aseos 4.5.7.l) 

· Revisar Definiciones y grupos en los que se incluyen y posibles compatibilidades. 

· Reducción o eliminación de distancias mínimas a otros establecimientos terciarios. 

· Ajuste de límites de emisión a normativa autonómica. 

· Modificación límites zona saturada en partes ya no saturadas. 

Modificación conceptos jurídicos y técnicos. Adaptación PGM a nueva normativa licencias LSOTEX y TRLSR.

· Obras menores- Comunicación previa. 

· Licencia urbanística de obra y uso
· Comunicación ambiental
· Aplicación concepto Obras y usos provisionales LSOTEX

· Desarrollar permisos de obras de actuaciones preparatorias en locales. 
· Aclaración conceptos elementos que no computan edificabilidad.
· Zonas verdes y espacios libres. Usos compatibles.  
Adaptación del PGM a criterios CIU y normativa sectorial.

· Aclaración compatibilidad de usos dotacionales con estación de servicios a sentencias judiciales y Ley Hidrocarburos. Aclaración usos recreativos y comerciales compatibles con los usos compatibles (según criterio CIU).

-
Criterios instalación rampas y ascensores, utilización vía pública, excepción accesibilidad, etc. 

· Modificación viabilidad segregación dotacionales (según criterios CIU). 

· Adaptación a Ley Orgánica de Telecomunicaciones.

· Estudio modificación número máximo de viviendas en los APE. (conforme a Reglamento de Planeamiento). 

· Estudio edificabilidad equipamientos dotacionales deportivos. 

Estudio de Modificación fichas de gestión en determinados ámbitos: 

· APR 03.01 Polígono ganadero. 
· APE 32.01. Charca Musia. 

Organización administrativa y Funcionamiento. 

· Previsión en PGM de la posibilidad de presentación telemática y notificaciones

· Convenios con colegios profesionales

· Programa de gestión

· Realización de una guía de gestión y procedimientos con documentos tipo. 

· Aplicación criterios mediante circulares o notas interiores de inmediata aplicación en materias ya abordadas por la CIU (materia accesibilidad en locales, rampas, ascensores, ocultación instalaciones en PEPRPACC, etc).  

MODIFICACIONES PEPRPACC 

(Se adjuntan documentos de estudio de la Comisión del PEPRPACC a propuestas del COADE en sesión 4/11/14) 

· Segregaciones (dictamen y documento) 

· Terrazas en Cubiertas planas (dictamen y documento pendiente estudio terrazas) 

· Condiciones particulares en Locales comerciales oficinas y recreativo. (alturas, dimensiones mínimas, distancias, acceso directo desde vía pública) se puede utilizar la modificación del PGM para regular una excepcionalidad al ámbito del PEPRPACC) 

· Incremento de volumen e igualación de altura de cornisas con colindantes. (no necesaria modificación bastando interpretación caso por caso) 

· Aprovechamiento del volumen existente (modificación como que no computa edificabilidad el volumen existente) (dictamen contradictorio con el anterior punto que un aumento de planta por igualación de cornisas no necesitaría modificación y esta sí)

· Chimeneas y salidas de humo. La modificación del PGM en tramitación es aplicable y contempla soluciones para PEPRPACC.

Otras cuestiones ámbito PEPRPACC

· Ordenanza publicidad exterior (en redacción) 

· Ordenanza terrazas veladores (redactada) 

· Carta colores y tratamiento de fachada 

· Plan de Gestión. 

Cáceres 26 de febrero de 2016”

El Sr. Presidente hace entrega al resto de grupos de una propuesta de organigrama del personal de la Oficina de Desarrollo Urbano como Unidad Administrativa en la que se crearía una jefatura de servicio jurídico, y se mantiene una estructura similar a la de otros Ayuntamientos.

El Sr. Presidente informa que se está elaborando una guía de procedimientos municipales para ponerla a disposición del público, que se está trabajando en la sede electrónica para la presentación telemática de documentación y estudiando la celebración de Convenios con Colegios para la misma. 
Finalmente, informa que el Servicio de Urbanismo realiza una tarea muy importante y que en el último año ha elaborado un total de 3.538 informes técnicos. 

El Sr. Hurtado, del Partido Socialista, dice que debería añadirse a estas actuaciones la revisión del Plan Especial de Protección y Revitalización del Patrimonio Arquitectónico de la Ciudad de Cáceres y pide que se elabore una hoja de ruta para con un estudio de los costes estimados que ello supondría.

 El Sr. Ibarra, de Ciudadanos, agradece el trabajo realizado para este primer paso y anuncia que realizaran aportaciones y dice que espera que estas actuaciones sirvan para facilitar la tramitación de negocios y fomente el emprendimiento. 
13º.-
Ruegos y Preguntas.
El Sr. Presidente, en respuesta a la pregunta realizada por el grupo socialista en la pasada sesión, informa que el pliego de prescripciones de la concesión administrativa de la cafetería de la Plaza de San Jorge adjudicado a la Fundación Mercedes Calle, establece en su punto 1 al hablar del objeto del contrato que “La posible instalación de terrazas en zonas de dominio público situadas en el exterior de los bienes objeto de arrendamiento, no se regula en el presente pliego, sino que la misma estará sometida a las determinaciones establecidas en la Ordenanza Municipal Reguladora del Aprovechamiento Especial de Espacios de Uso Público Mediante la instalación de terrazas, actualmente vigente u otra que pudiera sustituirla.”
El Sr. Hurtado contesta que el punto cuarto del pliego dice expresamente que no se utilizará la cubierta del edificio. 

El Sr. Presidente contesta que no le han informado sobre esa cláusula y que pedirá nuevo informe sobre lo que dice el pliego. 

El Sr. Licerán, del grupo socialista, pregunta por la situación de la licencia del hípico en relación con la celebración de la fiesta universitaria de la primavera.

El Sr. Presidente contesta que la sección de Actividades ha informado que no es que no tenga licencia sino que no se ha encontrado, dado que al ser muy antigua podría haber sido concedida por el Gobierno Civil. Y explica que el Plan General le atribuye un uso deportivo, en el que siempre que se cumplan requisitos técnicos, se pueden celebrar eventos puntuales, y que parece que hay problemas con las fechas para la celebración de la fiesta de la primavera por los promotores. 
El Sr. Hurtado, del Grupo Socialista, pregunta si han sido emitidos ya los informes sobre la situación del edificio del antiguo colegio de El Madruelo y sobre la posible imposición de tributos a los centros de trasformación. 
El Sr. Pacheco, Presidente de esta Comisión, contesta que reiterará la petición. 
Y no habiendo más asuntos que tratar, por el Sr. Presidente de la Comisión se da por finalizada la sesión, siendo las once horas y veinticinco minutos, de la que se extiende la presente acta y de todo lo cual como Secretario doy fe. 
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